
30/11/2020 Correo: Juzgado 09 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGU5MmNkYTk5LWM1NTYtNDQ0Ni1iZDM2LWE2Y2Q2MGE4NWUyNAAQAAItmW3V1kbRrVRosdR2%… 1/4

RV: C14929 RV: RADICADO CONTESTACION DEMANDA 76001333300920190006100

Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 30/11/2020 8:14 AM
Para:  Juzgado 09 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm09cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Tecnico Sistemas Oficina Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <tecofadmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
t_sleal@fiduprevisora.com.co <t_sleal@fiduprevisora.com.co>

5 archivos adjuntos (17 MB)
PODER 76001333300920190006100.pdf; CONTESTACION DA 2019-00061 CARMEN CILIA AYALA DE FRANCO.pdf; 6. ESCRITURA
0480-20190608100540.pdf; 7. ESCRITURA PUBLICA 522.pdf; 8. ESCRITURA 1230.pdf;

Cordial saludo,
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación
de correspondencia. Comuníquese con nosotros al email of02admcali@cendoj.
ramajudicial.gov.co 
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TEC

Atentamente, 

JOSE DAVID COLMENARES RODRIGUEZ
Asistente Administrativo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administrativos de Cali
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De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: domingo, 29 de noviembre de 2020 3:02 p. m. 
Para: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: C14929 RV: RADICADO CONTESTACION DEMANDA 76001333300920190006100
 

DHORA STELLA RAMÍREZ
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca 

cid:image001.png@01D38AB8.5F7EFE10

De: Leal Rodriguez Sandy Johanna <t_sleal@fiduprevisora.com.co> 
Enviado: domingo, 29 de noviembre de 2020 14:14 
Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RADICADO CONTESTACION DEMANDA 76001333300920190006100
 
Atento saludo,
 
Con el acostumbrado respeto, me permito remi�r contestación de demanda para el proceso que se relaciona a
con�nuación:
 
76001333300920190006100 CARMEN CILIA AYALA DE FRANCO

 
 
Cordialmente,
 
Sandy Jhoanna Leal Rodríguez
Profesional 4
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
PBX 5945111 Ext. 2019
Bogotá, Colombia

 

 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el



30/11/2020 Correo: Juzgado 09 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGU5MmNkYTk5LWM1NTYtNDQ0Ni1iZDM2LWE2Y2Q2MGE4NWUyNAAQAAItmW3V1kbRrVRosdR2%… 4/4

mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.



 

 

 

 

Señores: 

JUZGADO NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

E. S. D. 

 

 

 

 

 

 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad 
de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, conforme al Poder General 
otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, 
protocolizada en la notaria 34 del circulo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019, 
protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá, en calidad de Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las 
facultades a él conferidas a través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 
2019, expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás 
normas concordantes. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder al (la) abogado(a), SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ identificado(a) civil y 
profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y 
conciliar, no obstante lo anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en Acta del Comité de Conciliación. 

 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios 
a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 

 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General del 
Proceso 

 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 

Cordialmente, 

 
 
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 

T.P. No. 250.292 del C.S. de la J. 

Acepto: 

 

 
SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 
C.C. No. 1.032.473.725 de Bogotá D.C. 
T.P. No 319.028 del C. S de la J. 

Radicado: 76001333300920190006100 
Demandante(s): CARMEN CILIA AYALA DE FRANCO 
Demandado(s): LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 



 
 

 
                                                      

  

*20201183370121* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201183370121 
Fecha: 29-11-2020 

 
Señores: 
JUZGADO NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI  

CRA 5 12 42 PS 9 EDF BANCO DE OCCIDENTE PS 9   
Cali – Valle del Cauca 
 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO: 76001333300920190006100 
DEMANDANTE: CARMEN CILIA AYALA DE FRANCO 
DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SO-
CIALES DEL MAGISTERIO. 
 
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
 
SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ, identificada con cédula de ciudadanía número 1.032.473.725 de Bogotá, 

y portadora de la Tarjeta profesional 319.028 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre y 

representación de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO, como apoderada sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de 

sustitución que se adjunta, mediante el presente documento me permito dar contestación a la demanda del 

presente asunto en los siguientes términos: 

 

 

I. A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: PARCIALMENTE CIERTO; la demandante cumplió los requisitos para pensionarse, y así lo hizo. 

 

SEGUNDO: PARCIALMENTE CIERTO; la entidad representada ha venido efectuando descuentos para salud en 

las mesadas pensionales del demandante. 

 

TERCERO A SEPTIMO: NO ME CONSTAN; deberán ser probados en el transcurso procesal. Aunado a ello 

muchas de sus manifestaciones son apreciaciones subjetivas o interpretaciones erradas frente a la 

normatividad aplicable.  

 

OCTAVO A DECIMO: NO ES UN HECHO, es la cita de casos similares, que ya fueron resueltos y que la parte 

demandante considera que el suyo debe recibir el mismo tratamiento. 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

II. A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones tanto declarativas como las denominadas a título de 

restablecimiento de derecho y en consecuencia solicito denegar las suplicas de la demanda, por las razones 

que se esgrimen en el capítulo de la oposición, hechos y razones de la defensa y fundamentos de las 

excepciones que se enuncian a continuación:  

 

Pronunciamiento de las pretensiones 

PRIMERA Y SEGUNDA: Me opongo a que se declare la nulidad solicitada, toda vez que tanto los descuentos 

en salud que se le realizan a la demandante como el incremento anual a su pensión se ajustan a derecho.  

TERCERA (I, II, III, IV, V), Me opongo que se declare que la demandante tiene derecho a que se ordene la 

suspensión del descuento y el reintegro de los dineros que han sido descontados por concepto de aporte a 

salud sobre las mesadas, comoquiera que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 204 de la Ley 100 

de 1993, los descuentos realizados son ajustados a derecho. 
 

Igualmente me opongo a que el reajuste anual de la pensión de la señora ANDREA CUERO DE PORTOCARRERO 

se realice conforme el aumento del SMMLV, por los argumentos expuestos en el acápite de razones de la 

defensa.  

 

CUARTA: Me opongo a que se reconozca alguna suma de dinero, pues la pretensión principal no está llamada 

a prosperar.  

QUINTA: Me opongo al reconocimiento de intereses, pues la entidad no ha incurrido en mora ni le adeuda 

suma alguna a la demandante.  

SEXTA: Me opongo a que se condene en costas y agencias en derecho del proceso a mi representada, toda 

vez que ha actuado en estricto cumplimiento del orden legal, por lo que ruego a su señoría absolver de éstas 

y en su lugar se condene a la parte demandante. 

SEPTIMA: Si se llegare a condenar a la entidad, ésta tiene un término para realizar el pago de la sentencia y 

las condenas impuestas. 

PRETENSIÓN SUBSIDIARIA: Me opongo que se acceda a la exoneración de descuentos por salud en las 

mesadas adicionales de junio y diciembre habida consideración que a partir de la adición realizada por la Ley 

238 del 26 de diciembre de 1995, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, se incluyeron a los regímenes 

exceptuados para efectos de ajustar anualmente las mesadas pensionales conforme al artículo 14 de la 

pluricitada Ley 100, es decir con el IPC.  

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

I. FUNDAMENTO DE DEFENSA 

 

Como fundamento de esta defensa se tienen el siguiente recuento normativo y jurisprudencial que se pasa a 

exponer:  

 

Conforme a las leyes 4° de 1966, 3135 de 1968 y Decreto 1848 de 1968, a los pensionados se les descontaba 

el 5% del valor de su pensión, ello destinado a asistencia médica.  

 

En el caso de los docentes, a partir de la Ley 91 de 1989, estos pasaron a ser afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, entidad que tiene a su cargo la administración del servicio médico (Art. 

5). En su artículo 8° numeral 5°, se precisó que dicho fondo estaría constituido por el “5% de cada mesada 

pensional, que pague el fondo, incluidas las mesadas adicionales, como aporte de los pensionados”.  

 

El anterior porcentaje fue modificado por el inciso 4 del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, en la siguiente 

forma: 

 

“Artículo 81.  Régimen prestacional de los docentes oficiales. El régimen prestacional de los 

docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al servicio 

público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 

(…) 

El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 

pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma distribución 

que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos recursos la hará 

el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo 

correspondiente a las cuentas de salud y pensiones.” 

Mediante Decreto 2341 de 2003, se reglamentó parcialmente la anterior disposición, 

reiterando que la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio correspondería a la suma de aportes para salud y 

pensiones establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, fijando el porcentaje total de 

cotización por los años 2003 al 2007. 

Ahora al estudiar la constitucionalidad del inciso 4 del artículo 81 de la Ley 812 de 2003. La Corte 

Constitucional en Sentencia C-369 del 20041, realizó una distinción entre el régimen prestacional –que hace 

relación a los beneficios de que gozan los afiliados-, el cual, para los docentes vinculados con anterioridad a 

la vigencia de la citada Ley 812 -27 de junio de 2003-, es el contenido en la Ley 91 de 1989 y el régimen de 

cotización, que fue modificado por el inciso cuarto de ese artículo, y determinó que la cotización de todos los 

docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  - sin que la norma establezca 

                                                           
1

 Corte Constitucional, sentencia del 27 de abril de 2004, sentencia C-369/04, CP: Dr. Eduardo Montealegre Lynett 
 

 
 



 
 

 
                                                      

  

alguna excepción – correspondería al porcentaje fijado por la Ley 100 de 1993 y 797 de 2003 que es del 12% 

de su mesada, a cargo de los pensionados en su totalidad. 

[…]” 

El inciso 4° del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, fue declarado exequible por la Corte Constitucional en 
Sentencia C-369 del 27 de abril de 2004, M.P. Dr. Eduardo Montealegre Lynnet; siempre que dicho precepto 
sea interpretado así: 

“...6- La interpretación del actor, según la cual, la norma acusada tendría como efecto 

incrementar la cotización en salud de los docentes oficiales pensionados, es razonable pues es 

compatible con el tenor literal y el sentido general del artículo 81 de la Ley 812 de 2003 

parcialmente acusado. Así, es cierto que el inciso primero de esa disposición señala que el 

régimen prestacional de los docentes que se encuentren vinculados al servicio público educativo 

oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la 

entrada en vigencia de la Ley, lo cual parecería indicar que la disposición no se aplica a quienes 

se hubieran pensionado con anterioridad a la Ley del plan. Sin embargo, una cosa es el régimen 

prestacional, que hace relación a los beneficios de que gozan los afiliados, y otra el régimen de 

cotización, que está regulado específicamente por el inciso cuarto de ese artículo, que es el 

acusado, y que señala que la cotización de todos los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio – sin que la norma establezca ninguna excepción - 

`corresponderá a la suma de aportes que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 

1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma distribución que exista para empleadores y 

trabajadores. Ahora bien, dentro de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio se encuentran los docentes pensionados que reciben su mesada de dicho 

fondo, pues así lo prevé la Ley 91 de 1989. Es pues válido entender que dichos pensionados 

deberán, de ahora en adelante, cancelar la cotización prevista por las Leyes 100 de 1993 y 797 

de 2003.” (Subrayado fuera del texto).  

Conforme a lo dicho, es dable concluir que en lo atinente al porcentaje de cotización en salud, los docentes 

pensionados afiliados al FOMAG –vinculados antes o después del 27 de junio de 2003- se rigen por las 

disposiciones de la Ley 100 de 1993 y 797 de 2003, pues tal y como lo expone la Corte Constitucional, en 

sentencia de control de constitucionalidad  de obligatorio acatamiento para los Operadores Judiciales, el 

régimen de cotización fue modificado tanto para docentes activos  como pensionados con la expedición de la 

Ley 812 de 2003, sin excepción, pues el único requisito es que estuviera afiliado al FOMAG. En consecuencia, 

a partir de la vigencia de la mentada disposición, el monto de cotización al sistema de salud fue incrementado 

del 5% al 12% como lo señaló el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, SIN QUE SE EXCLUYERA LAS MESADAS 

ADICIONALES DE JUNIO Y DICIEMBRE.  

 

DESCUENTO POR CONCEPTO DE SALUD EN LAS MESADAS ADICIONALES DE JUNIO Y DICIEMBRE EN LA 

PENSIÓN DE JUBILACIÓN 

Para efecto de dilucidar si la entidad demandada está facultada legalmente para efectuar descuentos a las 

mesadas adicionales de junio y diciembre, debe en primer término señalarse que los recursos del Sistema de 

Seguridad Social  en Salud, son rentas parafiscales, debido a que son contribuciones que tienen como sujeto 

pasivo un sector específico de la población y se destina para su beneficio; y conforme al principio de 



 
 

 
                                                      

  

solidaridad, se establecen para aumentar la cobertura en la prestación del servicio de salud. El diseño General 

de Seguridad Social en salud define como forma específica los destinatarios, los beneficiarios y los servicios 

que cubre el Plan Obligatorio de Salud, es decir, todos elementos constitutivos de renta parafiscal.2 

El Consejo de Estado, al decidir una acción de tutela interpuesta contra una sentencia judicial que denegó el 

reintegro de las sumas descontadas en las mesadas adicionales de junio y diciembre de la pensión de 

jubilación de un docente afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio señaló: 

"Observa la Sala que, el tribunal accionado realizó un estudio juicioso de la normativa aplicable al caso 

concreto que le permitió establecer que, de conformidad con lo establecido en el artículo 279 de la ley 100 de 

1993, las personas que se encuentren afiliadas al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio están 

excluidas de la aplicación del régimen general de seguridad social integral establecido en dicha Ley, razón por 

la que se creó un régimen especial, cuyas disposiciones se encuentran ratificadas por el inciso primero del 

artículo 81 de la Ley 812 de 2003 y por el parágrafo transitorio 1° del acto legislativo 001 de 2005.  

En lo relacionado con los descuentos efectuados sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre, se tiene 

que, en principio, estos fueron prohibidos por el artículo 1° del Decreto 1073 del 24 de mayo de 2002, por el 

cual se reglamentan los descuentos permitidos a las mesadas pensionales en el régimen de prima media 

establecido en la Ley 100 de 1993. No obstante, lo anterior, dichas normas no le son aplicables a los docentes, 

dado que estos pertenecen a un régimen especial exceptuado de la aplicación de la Ley 100, tal y como se 

dispone en el artículo 279 de esa norma en los siguientes términos:  

"ARTICULO. 279.-Excepciones. El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica 

a los miembros de las fuerzas militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto Ley 1214 

de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no 

remunerados de las corporaciones públicas. Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de 

prestaciones sociales del magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este fondo será responsable de la expedición y 

pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la 

reglamentación que para el efecto se expida. 

Aunado a lo anterior se tiene que el parágrafo transitorio 1° del Acto Legislativo 001 de 2005, dispuso lo 

siguiente: `Parágrafo transitorio. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y 

territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las 

disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado 

en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada 

ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los 

términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003." 

Así las cosas, se tiene que la norma que se encontraba vigente antes de la Ley 812 de 2003, es la Ley 91 de 

1989, la que, en el numeral 5° del artículo 8, prescribió que: 

                                                           
2 Corte Constitucional C-821 del 2001 
 
 



 
 

 
                                                      

  

“Artículo 8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido por los siguientes 

recursos: (..-) 5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas adicionales, como 

aporte de los pensionados. (...)' (Negrillas fuera de texto). 

De la normativa trascrita se tiene que la autoridad judicial demandada no incurrió en el defecto sustantivo 

alegado por la parte demandante, toda vez que la decisión cuestionada se encuentra debidamente sustentada 

y ajustada a derecho y en ella se utilizaron criterios de interpretación expuestos de manera razonada, que no 

implican desbordamiento del orden jurídico, otra cosa es que la actora discrepe de la interpretación normativa 

efectuada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en el caso sometido a su consideración”3 

Se infiere entonces que la Ley 91 de 1989, es una disposición especial que gobierna a todos los docentes 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y que hace parte del ordenamiento jurídico 

que estructura su régimen pensional excepcional, por lo que es legítimo que se realicen descuentos sobre las 

mesadas adicionales a dicho grupo de pensionados, conforme lo estableció el numeral 5 del artículo 8 de la 

Ley 91 de 1989. 

Por lo tanto las previsiones de la Ley 812 de 2003, que extendió el régimen de cotización en materia de salud 

establecido en la Ley 100 de 1993 a los pensionados afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, solo conllevo a que se incrementara el porcentaje de cotización de los docentes, del 5% al 12% 

establecido en el Régimen General, más no tiene la virtualidad de derogar ni expresa ni tácitamente, el aparte 

establecido en la precitada norma especial que permite el descuento por concepto de salud en las mesadas 

adicionales pagadas a todos los docentes, por cuanto se encuentra vigente, regula expresamente una 

situación que no fue prevista en la norma general, y obedece a la libre configuración legislativa. 

 

PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD QUE RIGE EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL 

Es importante precisar, que, en casos como este, prima el principio de solidaridad, pilar básico del Estado 

Social de Derecho, reconocido por nuestra Constitución Política en los artículos 1°, 48, 49 y numeral 2° del 

artículo 95, en virtud del cual quienes tienen mayores ingresos deben subsidiar a los que perciben menos, 

para garantizar la cobertura total de los ciudadanos al sistema de seguridad social. 

Por consiguiente, el principio de solidaridad prima en este caso, pues la contribución solidaria que hacen los 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, es obligatoria, independientemente de 

que dichos aportes se vean reflejados en su servicio.  

 

AJUSTE ANUAL 

Ahora, frente a la pretensión dirigida a que la pensión de jubilación debe ajustarse anualmente conforme las 

prescripciones de la Ley 71 de 1988, esto es, con el incremento efectuado anualmente para el salario mínimo 

legal mensual vigente, es preciso indicar lo siguiente:  

                                                           
3

  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia del 19 de abril de 2012, exp. 2012 00411-00(ac), C.P.William Giraldo Giraldo. Criterio 

reiterado por dicha sección en sentencia del 15 de noviembre de 2012, exp. 2012-01286-00, con ponencia del mismo magistrado. 
 
 



 
 

 
                                                      

  

En lo atinente con  la pretensión de que el ajuste anual de las mesadas pensionales se debe realizar conforme 

al incremento que se realiza para el SMMLV, se debe negar, habida consideración que a partir de la adición 

realizada por la Ley 238 del 26 de diciembre de 1995, el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, se incluyeron a los 

regímenes exceptuados para efectos de ajustar anualmente las mesadas pensionales conforme al artículo 14  

de la pluricitada Ley 100, es decir con el IPC.  

El artículo 14 de la Ley 100 de 1993, modificó el artículo 1 de la Ley 71 de 1988 el cual disponía:  

“Artículo 1.- Las pensiones a que se refiere el artículo 1o. de la ley 4a. de 1976, las de incapacidad 

permanente parcial y las compartidas, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo 

porcentaje en que sea incrementado por el Gobierno el salario mínimo legal mensual.” 

Ello para en su lugar disponer que, como regla general, todas las pensiones se reajustarían anualmente 

conforme al IPC:  

“ARTICULO. 14.- Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de 

sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del sistema general de 

pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el 

primero de enero de cada año, según la variación porcentual del índice de precios al consumidor, 

certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior.  

No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual 

vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente 

dicho salario por el gobierno.” 

Sobre este punto la H. Corte Constitucional en sentencia C-110 de 2006, explicó:  

“Posteriormente, el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, mediante la cual se creó el Sistema 

General de Seguridad Social, avanzando en la política de garantizar el poder adquisitivo 

constante de las pensiones, procedió a modificar el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, disponiendo, 

como regla general, que todas las pensiones se reajustarían anualmente y de oficio el primero 

(1°) de enero de cada año, ya no en el mismo porcentaje en que se incrementaba el salario 

mínimo, sino teniendo en cuenta la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor -

IPC- certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior” 

Sobre la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993, al personal docente, es válido recordar, 

que, aunque la misma norma en su artículo 279, excluyó entre otros servidores, a los 

educadores, con posterioridad tal prescripción fue adicionada por la Ley 238 del 26 de 

diciembre de 1995, el cual dispuso: 

“ARTICULO. 279. (…) 

PARAGRAFO. 4º- Adicionado por el art. 1, Ley 238 de 1995. Las excepciones consagradas en el 

presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos determinados en los 

artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.” 

Es claro entonces que, con la entrada en vigencia de la Ley 238 de 1995, -26 de diciembre de 1995- el personal 

perteneciente a los regímenes pensionales excluidos por el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 -entre ellos el 

docente-, accede a los beneficios y derechos contemplados por el artículo 14, que consagra que la forma de 



 
 

 
                                                      

  

incrementar la pensión anualmente es con la variación del IPC, tal como lo ha efectuado la entidad 

demandada. 

En consecuencia, al no haberse desvirtuado la presunción de legalidad de que está revestido el acto acusado, 

se deberán negar las pretensiones de la demanda.  

 
IV. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO ATACADO DE NULIDAD 

 

Las cotizaciones de los docentes afiliados al FOMAG, entre ellos los pensionados, corresponde a las sumas de 

aportes que para salud y pensiones establecen las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, por lo que resulta legal 

cancelar la cotización prevista en dicha normatividad; por tanto, los descuentos que se hayan efectuado se 

encuentran ajustados a las disposiciones vigentes aplicables, sin que exista obligación de reintegrar a los 

demandantes los descuentos del 12%. De igual manera, el incremento anual de la mesada pensional se ha 

efectuado de la forma correspondiente. 

 

 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

No existe obligación de devolver los dineros descontados en salud, comoquiera que, según la evolución legal 

evidenciada dentro de la parte considerativa de la contestación de la demanda, lo mismos se han realizado 

conforme a la normatividad vigente y aplicable al caso concreto.  

 

PRESCRIPCIÓN 

 

Se propone la prescripción como medio exceptivo de la reclamación solicitada por la demandante, de acuerdo 

con lo que resulte probado de conformidad con el artículo 488 del C.S.T, artículo 151 del C.P.L, artículo 41 del 

decreto 3135 de 1968, demás normas concordantes y la Jurisprudencia de la H. Corte Suprema de Justicia y 

Consejo de Estado. 

 

EXCEPCIÓN GENÉRICA. 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, frente a los 

poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de los hechos que 

configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados 

los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 

 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así como declarar 

oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el ordenamiento procesal. 

 

 



 
 

 
                                                      

  

V. PETICIONES 

 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a usted, que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia, dar por terminado el proceso. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a mi representada y en su lugar condenar a la parte 

demandante al pago de las costas incluyendo agencias en derecho. 

CUARTO. - Se me reconozca personería jurídica para actuar 

 

VI. PRUEBAS 

 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

 

VII. ANEXOS 

 

1. Anexos de poder, de acuerdo a lo requerido por el despacho de quien otorga. 

1. El poder principal. 

1. Sustitución del poder. 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 No. 10-03 

Bogotá, y a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  

notjudicial@fiduprevisora.com.co  

 

Cordialmente,  
 

 

 

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 

C.C. 1.032.473.725 de Bogotá. 

T.P 319.028 de C. S. J.  
Elaboró: SLEAL 
Aprobó: Jorge Eliecer Aldana 

 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 

mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co


























































































































8/9/2020 Correo: Juzgado 09 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGU5MmNkYTk5LWM1NTYtNDQ0Ni1iZDM2LWE2Y2Q2MGE4NWUyNAAQAHBSWy%2Bmp8NAhQoI9I… 1/2

Asunto:REPUESTA MEMORIAL 3 DE SEPTIEMBRE 2020 Rad. 2018-00271

Ejercicio Defensa Judicial 01 <ejercicio.defensa01@cali.gov.co>
Mar 8/09/2020 10:40 AM
Para:  lilianavelascoabogada@gmail.com <lilianavelascoabogada@gmail.com>; feyego@yahoo.com <feyego@yahoo.com>;
Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Juzgado 09
Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm09cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos (678 KB)
2018-00271- CONTESTACION DE LA DEMADA.pdf; LLAMAMIENTO EN GARANTIA 2018-00271-ok.pdf; CONTESTACION
MEMORIAL AB-.pdf;

Cordial saludo,
 
RADICACIÓN: 76001-33-33-009-2018-00271-00
DESPACHO: JUEZ NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA
DEMANDANTE: CONSTANZA AGUIRRE Y OTRA
DEMANDADO:  DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI
 
Asunto: RESPUESTA MEMORIAL 3 DE SEPTIEMBRE 2020 Rad. 2018-00271.
 
En atención al asunto de la referencia, procedo a radicar, en archivo PDF adjunto, escrito respuesta
memorial del proceso No. 2018-00271, en cumplimiento de lo establecido en el Decreto Legislativo 806
de 2020.
 
Se aportan como anexos los siguientes archivos en PDF:
 

1. Certificado de Existencia y Representación de Cámara de comercio Compañía de Seguros
MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA, ALLIANZ SEGUROS S.A., COMPAÑÍA DE
SEGUROS COLPATRIA Y QBE. (Formato PDF)

2. Copia de la contestación de la demanda. (Formato PDF)
3. Subsanación llamamiento en garantía

 
 
El presente mensaje de datos se envía, con sus respectivos documentos adjuntos, con copia al correo
electrónico de los demás sujetos procesales.
 
Por favor enviar acuse de recibido al correo electrónico desde el cual se está efectuando la presente
radicación.
 
Se informa que el correo electrónico exclusivo para recibir notificaciones judiciales por parte del Distrito
Especial de Santiago de Cali, conforme a lo establecido en el art. 197 del CPACA, continúa siendo
notificacionesjudiciales@cali.gov.co
 
 
Atentamente,
 
 
LILIANA VELASCO CAMPOS  
CC 66.952.252 de Cali
TP 282.619 del CSJ
Apoderado

mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co


8/9/2020 Correo: Juzgado 09 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali - Outlook
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Correo Apoderado: lilianavelascoabogada@
Distrito Especial de Santiago de Cali 

(Nota de Confidencialidad). La información contenida en este correo electrónico y sus archivos anexos es privilegiada y confidencial, y para uso exclusivo

de sus destinatarios de la misma y/o de quienes hayan sido autorizados específicamente para leerla. Su divulgación, distribución o reproducción no

autorizada está estrictamente prohibida. Si por algún motivo recibe esta comunicación y usted no es el destinatario autorizado, sírvase borrarlo de

inmediato, notificarle de su error a la persona que lo envió y abstenerse de divulgar su contenido y anexos, ya que esta información solo puede ser

utilizada por la persona a quien está dirigida. Nota: evite imprimir este mensaje. cuidemos el medio ambiente.
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Señora 

JUEZ NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE SANTIAGO DE CALI 

E.  S.  D. 

 

 

 

Referencia.  CONTESTACION DEMANDA 

Radicado.  2018 – 00271  

Demandante. CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE y OTROS 

Demandado.  MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

Medio de Control. REPARACION DIERCTA 

 

 

 

WILFRAN YAIR RUIZ BENITEZ, persona mayor de edad, vecino de Santiago de 
Cali, abogado en ejercicio, identificado con la cedula de ciudadanía # 94’269.045 de 
Restrepo, portador de la Tarjeta Profesional # 177.551 del Consejo Superior de la 
Judicatura, obrando como apoderado especial del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE 
CALI, representado legalmente por el Dr. NORMAN MAURICE ARMITAGE 
CADAVID, identificado con cedula No.14.446.558 expedida en Cali, con domicilio en 
la Avenida 2 Norte # 10 – 70 Centro Administrativo Municipal "CAM", 
respetuosamente, solicito a su Honorable Despacho se me reconozca personería 
para actuar, de conformidad con las facultades otorgadas en el poder que se adjuntó 
con anterioridad. Encontrándome dentro del término legal, me permito presentar 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, en los siguientes términos: 
 
 

FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

1. NO ES UN HECHO, hace referencia a la relación y vida personal de los 
Demandantes, lo cual no me consta. Que se pruebe. 
 

2. NO ES UN HECHO, hace referencia a la vida de relación de los Demandantes, lo 
cual no me consta. Que se pruebe. 
 

3. NO ES UN HECHO, hace referencia a la vida de relación y laboral de la señora 
CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, lo cual no me consta. Que se pruebe. 
 

4. NO ES UN HECHO, hace referencia a los ingresos mensuales de la señora 
CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, lo cual no me consta. Que se pruebe. 
 

5. NO ME CONSTA, que se pruebe. Cabe precisar que tales circunstancias de 
tiempo, modo y lugar en que ocurrió el supuesto accidente deben ser probadas 
por la parte Demandante con los medios probatorios idóneos, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 175 del C.P.C. 
 

6. NO ME CONSTA, que se pruebe.  
 

7. NO ES UN HECHO, es una simple afirmación por parte de los apoderados de la 
parte Demandante.  
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8. NO ME CONSTA, que se pruebe. La forma como fue atendida la víctima deberá 
ser probada por la parte demandante con los medios probatorios idóneos, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 175 del C.P.C., por cuanto existe un 
junta de valoración médica. 
 

9. NO ME CONSTA, es una apreciación del abogado de los demandantes, que se 
pruebe.  

 

10. NO ME CONSTA, que se pruebe. 
 

11. NO ME CONSTA, es una apreciación del abogado de los demandantes, que se 
pruebe. 

 

12. NO ME CONSTA, que se pruebe. 
 

13. NO ME CONSTA, es una apreciación del abogado de los demandantes, que se 
pruebe. 

 

14. NO ME CONSTA, que se pruebe. 
 

15. Es cierto, con forme al acta que anexan los Demandantes 
 
 
 

ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 
 

La parte Actora de la presente Demanda, esboza argumentos encaminados a 

endilgarle responsabilidad al Municipio de Santiago de Cali, en el accidente sufrido 

por la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, el día 13 de septiembre de 

2016, cuando transitaba en su motocicleta por la Avenida 4 Norte con Calle 23B 

Norte del barrio Versalles de Santiago de Cali. 

 

Los apoderados de la parte demandante, señalan que la señora CONSTANZA 

AGUIRRE MONTEALEGRE, condiciendo su motocicleta de placas GVQ89B, por la 

Avenida 4 Norte con Calle 23B Norte del barrio Versalles de Santiago de Cali, a 

causa de agrietamiento o levantamiento de la loza en el sector, lo que ocasiono que 

la llanta de su vehículo tropezara y frenara abruptamente desestabilizándola para 

terminar arrojada sobre el pavimento. 

 

Analizando el caso podemos evidenciar varios aspectos como son: 

 

 Del accidente de tránsito, no hay reporte alguno por parte de ninguna 

autoridad competente para el caso. 

 

 No hay prueba de alcoholemia. 

 

 En el escrito demandatorio, adolece de información importante para entrar 

endilgar responsabilidad al Municipio de Santiago de Cali, como por ejemplo: 
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a) La parte demandante no establece que clase de motocicleta es la que 

conducía la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, el día 

del accidente; 

b) No se menciona, ni se aporta certificado que establezca en qué 

condiciones técnico-mecánicas se encontraba la motocicleta que 

conducía la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, en el 

momento del accidente.  

c) No se menciona a qué velocidad transitaba la señora CONSTANZA 

AGUIRRE MONTEALEGRE; 

d) A qué hora ocurrió el accidente, si fue en las horas del día o de la 

noche; 

e) Cuál era el estado del tiempo, si había llovido, estaba lloviendo, o por 

el contrario había tiempo seco; 

f) Que carril estaba ocupando la señora CONSTANZA AGUIRRE 

MONTEALEGRE, cuando ocurrió el siniestro; 

g) No se establece de dónde provenía la señora CONSTANZA 

AGUIRRE MONTEALEGRE, ni para donde se dirigía el día del 

accidente. 

h) No hay siquiera una imagen del día del accidente que muestre el sitio 

del mismo y la posición final de la motocicleta, como para entrar a 

establecer la velocidad con la que conducía la víctima. 

 

 Los apoderados de la parte demandante, mencionan en el SEXTO hecho, 

que hay material fotográfico que evidencia el mal estado de la vía, pero este 

fue tomado dos años después de ocurrencia de los hechos, lo que no tendría 

valor probatorio por no ser pertinente. 

 

 También se establece en la demanda que por causa de los graves lesiones 

que sufrió la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, fue que no 

se solicitó auxilio a la Secretaría de Tránsito Municipal, o funcionario público 

que hubiese ofrecido el respectivo informe del accidente. Excusa que no es 

excluyente para no haberse elaborado el respectivo informe técnico por parte 

de la Secretaría de Tránsito Municipal. 

 

 

REQUISITOS DE LA RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL DEL ESTADO 

  

El Estado tiene responsabilidad de cumplir con los deberes fundamentales que ha 

consagrado la Constitución Política y la Ley, entonces, cuando se incumple total o 

parcialmente o se cumple defectuosamente, está obligado a indemnizar o reparar 

los perjuicios causados a los ciudadanos o a la sociedad.  

 

No obstante, ha dicho reiteradamente el Consejo de Estado que "quien invoque una 

falla del servicio como fuente de obligación de indemnizar debe acreditar que la 

misma existe por omisión, retardo, irregularidad, insuficiencia o ausencia del mismo, 

en daño o cierto determinado o determinable que implica la lesión o perturbación de 

un bien protegido por el derecho, bien sea civil, administrativo, etc., y una relación 

de causalidad entre falta o falla de la administración y el daño, sin la cual, aún 
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demostrada aquella no habrá indemnización (sentencia de abril de 1987 expediente 

1649). 

 

Respecto a la Responsabilidad administrativa del Estado por daños causados a 

particulares, la Jurisprudencia tradicionalmente adoptada exige la presencia de tres 

(3) elementos esenciales a saber: 

 

a) Un daño causado a un bien jurídicamente tutelado;  

 

b) Una falla en el servicio por acción u omisión, retardo o irregularidad en su 

prestación y;  

 

c) El nexo causal entre uno y otro extremo. Es decir una relación de causalidad entre 

la falta o falla de la Administración y el daño, sin la cual aún demostrada la falta o 

falla del servicio, no habrá lugar a la indemnización. 

 

Se sostiene por la parte actora en su libelo, que el hecho sucedió corno 

consecuencia de la omisión de la Administración Municipal en el cuidado y 

mantenimiento de las vías de la ciudad, lo cual trajo como consecuencia los daños 

ocasionados en un accidente de tránsito sufridos por la señora CONSTANZA 

AGUIRRE MONTEALEGRE, según el escrito de la demanda, cuando transitaba en 

su moto el día 13 de septiembre de 2016, por la Avenida 4 Norte con Calle 23B 

Norte, B/ Versalles del Municipio de Santiago de Cali (Valle del Cauca), lo que le 

genero graves lesiones en su cuerpo. 

 

La parte actora, pues se limita a señalar una responsabilidad al Municipio de 

Santiago de Cali, y que como consecuencia se le condene a pagar unas sumas de 

dinero por perjuicios materiales, daño emergente, perjuicios morales, sin que se 

prueben las circunstancias de modo, tiempo y lugar que rodearon al mismo, pues de 

los anexos de la demanda lo que resulta claro que la señora CONSTANZA 

AGUIRRE MONTEALEGRE, estaba desempeñando una actividad peligrosa y como 

tal, debió demostrar no sólo diligencia y cuidado sino que efectivamente una causa 

extraña y externa a ella fue la causa eficiente del daño. 

 

Ahora bien, señala la parte actora que la conducta de la Administración se enmarca 

"en una evidente falla del servicio", pero no puede imputar el daño sufrido por la 

señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, como una omisión de la 

Administración Municipal, toda vez, que observamos que la parte actora omite en la 

demanda la información relativa a las circunstancias fácticas en que ocurrió dicho 

accidente, en qué forma se desplazaba la conductora, por cual carril conducía en el 

momento del accidente, qué maniobra adelantaba, a qué velocidad se desplazaba, 

si fue en día o la noche, si la vía estaba mojada o seca, es decir, no informa sobre 

aspectos que son relevantes para determinar realmente las causas del accidente.  

 
Es pertinente observar que la doctrina se ha ocupado del estudio de las causas de 

los accidentes de tránsito, encontrando que debe observarse las causas atribuibles 

al factor humano, (el conductor- aspectos físicos), el entorno, esto es las 

características de la vía, y el vehículo (estado técnico-mecánico). 
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Es importante considerar el factor de que al realizar la actividad de conducción 

implica para quien la realiza tomar las precauciones, precaver los eventos que se 

puedan presentar, estar alerta y cumpliendo las exigencias del Código Nacional de 

Tránsito, para el desplazamiento de vehículos por las vías de la ciudad. En este caso 

podemos inferir que la causa del accidente fue la falta de cuidado y el exceso de 

velocidad a la que se desplazaba la señora CONSTANZA AGUIRRE 

MONTEALEGRE, factores suficientes que no le permitieron observar los posibles 

obstáculos de la vía para poder superarlos. 

 

Como lo ha sostenido la doctrina al tratar la actividad peligrosa del manejo de 

automotores, ha admitido que es obligatorio ejercer esta actividad bajo el esquema 

de "manejo a la defensiva", ello implica un despliegue especial de la atención y 

percepción por parte de los sujetos que la asumen. 

 

Sobre la conducta y previsión que le cabe asumir a los conductores de vehículos el 

Consejo de Estado se pronunció en los siguientes términos: 

 

"Quien conduce debe prever aun aquellos eventos derivados de la imprudencia o 

inobservancia de los demás, ello tiene su límite en la razonable probabilidad del 

peligro y por ello no puede pretenderse del conductor la previsión de la remota 

posibilidad; a él se le exige es una actitud síquica en la que prevea aquellos 

sucesos que se presentan con notorio grado de probabilidad, es decir, en lo 

que la ocurrencia del daño a un interés jurídico pueda ser evitada con su 

contribución activa; más allá de este limite su conducta se desplaza a lo 

fortuito o a la fuerza mayor..." (Resaltos Propios). 

 

En este orden de ideas, carece de sustento lo afirmado por el apoderado de la parte 

demandante en cuanto señala que el hecho implica una falla del servicio por parte 

de la Administración, lo cual le corresponde probar. 

 

Frente al asunto que nos ocupa, podemos concluir: Que, asumiendo que el daño 

exista, no es atribuible al demandado Municipio de Santiago de Cali, en razón de 

que, para este caso, hay una causal de exoneración como es LA CULPA 

EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA, al desplazarse conduciendo una motocicleta, sin 

tomar las precauciones necesarias como quiera que se encontraba realizando una 

"actividad peligrosa", lo que demandaba conducir con mayor cuidado y a la velocidad 

permitida, lo que le hubiese permitido observar los posibles obstáculos de la vía para 

superarlo sin dificultad, es decir, la conductora de la motocicleta con su actuar 

infringió disposiciones del Código Nacional de Tránsito. Evento en el cual se rompe 

el nexo de causalidad que debe existir entre el daño y la falla para que se configure 

la responsabilidad de la entidad demandada, pues los hechos deben analizarse en 

el presente caso bajo el régimen de la falla probada. 

 

Para nadie es un secreto que la ciudad presenta un atraso en su malla vial de más 

de 20 años, pero esto no es razón válida para que nos comportemos en las vías de 

nuestra ciudad de manera irresponsable y después pretendamos beneficiarnos de 

nuestra imprudencia en las vías. 
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Igualmente, le correspondía a la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, 

como conductora de la motocicleta, atender las disposiciones del Código Nacional 

de Tránsito, artículo 50, 55, 60, 68, 70, 74, 86, 94 y SS, sobre la obligatoriedad para 

toda persona que tome parte en el tránsito, como conductor o como peatón, de 

comportarse en forma que no obstaculice, perjudique o ponga en riesgo a los demás 

y debe conocer y cumplir las normas y señales de tránsito que le sean aplicables, 

así como obedecer las indicaciones que le den las autoridades de tránsito. 

 

Otro punto muy importante que no podemos dejar pasar por alto y que está 

estipulado en el escrito demandatorio, es que el accidente ocurrió en la Avenida 4 

Norte con Calle 23BN del barrio Versalles de Santiago de Cali, dirección esta, que 

se ubica en una intersección de la ciudad, por lo cual, según el Código Nacional de 

Tránsito, en su artículo 74 establece: “REDUCCIÓN DE VELOCIDAD. Los 

conductores deben reducir la velocidad a treinta (30) kilómetros por hora en los 

siguientes casos: 

…… 

En proximidad a una intersección”. 

Consultando a la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, en la página 

del SIMIT, se puede evidenciar que el 18 de noviembre de 2017, a las 9:02 de la 

mañana, en la Carrera 47B con Calle 25, le fue impuesto un comparendo de tránsito 

con número 76001000000017917413, por transitar en la motocicleta de placas 

GVQ89B, sin respetar las normas y señales de tránsito (Código C24), es decir, que 

la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, tiene antecedentes en cuanto 

a no respetar las normas de tránsito y esa conducta irrespetuosa, que más que 

irrespetuosa sería una conducta irresponsable, fue lo que conllevo a que se 

accidentara. 

 

 
FRENTE A LOS PERJUCIOS 

 

En lo que se refiere a las pretensiones de la señora CONSTANZA AGUIRRE 

MONTEALEGRE, carecen de todo fundamento, en razón, de que no existe prueba 

suficiente en el expediente para querer endilgar una responsabilidad al Municipio de 

Santiago de Cali, de un supuesto accidente que no se demuestra si realmente 

existió. 

 

 

FRENTE AL ACÁPITE PRUEBAS 

 

Desde ya me opongo a cada una de las pruebas aportadas por la parte Demandante, 

ya que no se evidencia ninguna con la contundencia necesaria para querer hallar 

responsable al Municipio de Santiago de Cali, por el hecho objeto de la demanda. 

Los documentos aportados nada prueban en relación con la determinación del sitio 

y del agrietamiento o levantamiento de la loza de la vía donde se afirma se accidentó 

la Accionante, pues no se anexa en ninguna de las partes de la demanda, prueba 

alguna que nos dé certeza. 
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Con respecto a la posible valoración de las fotografías que fueron allegados al 

proceso por el demandante, y que con ellas se pretenden demostrar la ocurrencia 

del hecho, debe precisarse que éstas sólo dan cuenta del registro de varias 

imágenes, sobre las cuales se puede evidenciar claramente que fueron tomadas dos 

años después de la ocurrencia de los hechos, razón por la cual, no pueden ser 

tenidas en cuenta como un medio probatorio. (…) se tiene que las fotografías son 

pruebas documentales que el juez está en la obligación de examinar bajo el criterio 

de la sana crítica, siempre y cuando se hayan verificado los requisitos formales para 

la valoración de ese tipo de medios probatorios, esto es, la autenticidad y la certeza 

de lo que se quiere representar. En el asunto en estudio, de las fotografías aportadas 

no hacen referencia a la época en que ocurrió el hecho y carecen de reconocimiento 

o ratificación. 

(Corte Constitucional, sentencia del 29 de marzo de 2012, exp. T-269; Sección 

Primera, sentencia 3 de febrero de 2002, exp. 12497). 

 

Respecto a la Responsabilidad administrativa del Estado por daños causados a 

particulares, la Jurisprudencia tradicionalmente adoptada exige la presencia de tres 

(3) Elementos esenciales a saber: 

 

a) Un daño causado a un bien jurídicamente tutelado; b) Una falla en el servicio por 

acción u omisión, retardo o irregularidad en su prestación; y c) El nexo causal entre 

uno y otro extremo. Es decir una relación de causalidad entre la falta o falla de la 

Administración y el daño. 

 

La entidad demandada en este caso la Administración Municipal sólo podrá 

exonerarse o exculparse alegando y probando la fuerza mayor, el hecho exclusivo 

de la víctima y el hecho, también exclusivo y determinante de un tercero. En la 

responsabilidad administrativa por falta o falla del servicio y de conformidad con los 

parámetros sobre los cuales fue inicialmente estructurada esa teoría se dan tres 

elementos constitutivos esenciales, a saber: una falta o falla del servicio que debe 

ser plenamente acreditada; un daño y una relación de causalidad entre la falla y el 

daño. La esencialidad de esos tres elementos llega al extremo de que faltando uno 

de ellos no se configura la responsabilidad administrativa. En nuestro sistema 

corresponde al interesado en la indemnización, probar la falla del servicio, la 

existencia del daño con todas las características que lo hacen indemnizable y la 

relación de causalidad. 

 

El problema de la responsabilidad del Estado debe resolverse con base en lo 

prescrito en el artículo 90 de la Carta Política, según el cual el Estado responderá 

patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por 

la acción o la omisión de las autoridades públicas. Debe establecerse entonces, en 

cada caso, si existen los elementos previstos en esta disposición para que surja 

responsabilidad a cargo del Estado. 

 

En este caso, la demanda se formula como consecuencia de los daños producidos 

tras la ocurrencia de un accidente de tránsito, de manera que la actividad generadora 

del daño, esto es, la conducción de una motocicleta, es una de aquéllas que ha sido 

tradicionalmente considerada una actividad peligrosa. 
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Ha sido reiterada la tesis de la jurisprudencia, en el sentido de que en aquellos 

eventos en los que el daño es producido por las actividades peligrosas el régimen 

aplicable es de carácter objetivo, porque el factor de imputación está derivado de la 

realización directa de actividad que entraña peligro, de tal manera que en esos casos 

basta que el actor acredite, primero, la existencia del daño y segundo, que el mismo 

se ha generado como consecuencia de dicha actividad. En relación con lo anterior, 

resulta necesario señalar que la responsabilidad se estructura bajo el hecho cierto 

de que la actividad peligrosa – conducción de automotores – en este caso, una 

motocicleta. 

 

En relación con la responsabilidad que surge de los daños causados por actividades 

peligrosas, se ha dicho: 

 

El responsable por el hecho de cosas inanimadas es su guardián, o sea quien tiene 

sobre ellas el poder de mando, dirección y control independientes. Y no es cierto que 

el carácter de propietario implique necesaria e ineludiblemente el de guardián, pero 

sí lo hace presumir como simple atributo del dominio, mientras no se prueba lo 

contrario. 

 

De manera que si a determinada persona se le prueba ser dueña o empresaria del 

objeto con el cual se ocasionó el perjuicio en desarrollo de una actividad peligrosa, 

tal persona queda cobijada por la presunción de ser guardián de dicho objeto — que 

desde luego admite prueba en contrario – pues aun cuando la guarda no es 

inherente al dominio, sí hace presumirla en quien tiene el carácter de propietario. 

 

O sea, la responsabilidad del dueño por el hecho de las cosas inanimadas proviene 

de la calidad de que guardián de ellas presúmase tener. 

 

En relación con los daños causados con los objetos inanimados, la doctrina ha 

distinguido entre el guardián de la estructura y el guardián del funcionamiento, para 

concluir que el primero debe responder por los daños derivados de los vicios de 

éstos y el segundo por los derivados de la actividad a la cual se destinan. En el caso 

que nos ocupa, al parecer se conjugan las dos situaciones, razón suficiente para 

concluir que la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, debe responder 

por todos los perjuicios que se reclaman en la demanda. 

 

La aplicación correcta de este conjunto de conceptos, en el juzgamiento de daños 

inferidos por el mal funcionamiento del servicio, exige de ciertas puntualizaciones, 

pues no es verdad, como muchos piensan, que para obtener la indemnización por 

parte del Estado siempre le basta al reclamante comprobar la omisión del servicio, 

su retardo o su prestación deficiente. 

 

Respecto a la Responsabilidad administrativa del Estado por daños causados a 

particulares, la Jurisprudencia tradicionalmente adoptada exige la presencia de tres 

(3) elementos esenciales a saber: 1) La falla del servicio; 2) el daño y; 3) el nexo de 

causalidad entre el daño y la falla en el servicio. 
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LA FALLA DEL SERVICIO DEBE SER PLENAMENTE ACREDITADA POR PARTE 

DE LOS DEMANDANTES 

 

El aspecto fundamental para dirimir este asunto, será el análisis que se haga frente 

al nexo de causalidad, elemento de vital importancia dentro de los requisitos que se 

exigen para que surja la Responsabilidad Civil Extracontractual. Como su nombre lo 

indica, nexo de causalidad es la relación, el vínculo, que debe existir entre el hecho 

y el correspondiente daño. Si no hay nexo causal, no surge la responsabilidad civil. 

 

La tesis de “Causalidad Adecuada”, sostiene que los fenómenos que concurren a un 

resultado son de varias categorías. Unos de incidencia determinante que son causas 

y otros de incidencia menos determinante que son las condiciones. Dentro de las 

verdaderas causas, es decir, excluyendo las condiciones, debe seleccionarse la más 

determinante, es decir, la causa adecuada al resultado. 

 

Para adoptar cualquier decisión en este caso con fundamento en las pruebas 

aportadas al proceso, es indispensable que el operador jurídico se encuentre 

convencido por ellas, es decir, que se encuentren en estado de certeza sobre los 

hechos que declaran. Si las pruebas no alcanzan a producir esa convicción, 

porque no existen o porque pesa en su espíritu por igual en favor y en contra, o 

más en favor de una conclusión, pero sin despejar completamente la duda 

razonable, no podrán apoyarse en aquellas para resolver. La parte actora tiene la 

carga de la prueba de lo que afirma, es decir, probar que el día 13 de septiembre 

del año 2016, se desplazaba por la Avenida 4 Norte con Calle 23BN, barrio Versalles 

de la ciudad de Santiago de Cali (Valle del Cauca), donde, según versión de la 

accidentada, por el mal estado de la vía, sufrió un aparatoso accidente, trayéndole 

como consecuencia varias lesiones en su cuerpo, como se describe en la demanda. 

 

Sobre el tema, en ponencia del Consejero, doctor Carlos Betancur Jaramillo, 

Expediente 10327 del 1996, se dijo: “Por la actividad peligrosa ejercitada tanto por 

la Administración, como por los particulares, debe acudirse a la falla probada del 

servicio, según la cual quien debe sacar a delante sus pretensiones está en la 

obligación de demostrar que el demandado fue el causante del daño. 

 

La sana lógica y la experiencia nos dejan pensar que la conductora, no tuvo el 

cuidado y la precaución debida en el transitar el día en que manifiesta ocurrió el 

accidente, pues con el solo haber conservado una velocidad adecuada (30 K/H), le 

hubiere permitido evitar riesgos. Conforme a las pruebas que se allegan con el 

traslado de la demanda, presuntamente conducía imprudentemente a una velocidad 

por encima de lo permitido por la Norma en dicha vía, es decir, conducía a una alta 

velocidad, como es normal observar a casi todas estas personas que conducen 

motocicleta. Lo anterior no me deja alternativa distinta a concluir que nos 

encontramos ante un hecho donde palmariamente se vislumbra la CULPA 

EXCLUSIVA DE LA PROPIA VÍCTIMA. Esto, rompe el presunto nexo causal que 

el actor le endilga a la presunta falla por parte de cualquier entidad pública. 
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LA FALLA DEL SERVICIO 

 

Dentro del régimen del artículo 90° de la Constitución Nacional, el Consejo de 

Estado, en reiterada Jurisprudencia, se ha referido a la necesidad de probar la falla 

del servicio por parte de la Administración, así: 

 

“….. 

"1. En casos como el presente, en los cuales se imputa la responsabilidad a la 

administración por el incumplimiento o el cumplimiento defectuoso de sus 

obligaciones, la determinación de si el daño causado al particular tiene el carácter 

de daño antijurídico, depende de acreditar que la conducta de la autoridad fue 

inadecuada. Si el daño que se imputa a ésta se deriva del incumplimiento de un 

deber que legalmente le corresponde, o de su cumplimiento inadecuado, la 

antijuridicidad del daño surgirá entonces aquí de dicha conducta inadecuada o lo 

que es lo mismo, de una FALLA EN EL SERVICIO. 

 

"La noción de la falla del servicio no desaparece, como lo ha señalado la Sala, de la 

responsabilidad estatal fundada en el citado artículo 90° de la Carta. Cuando de ella 

se derive la responsabilidad que se imputa a la administración se constituye en un 

elemento que debe ser acreditado por el demandante. Así lo ha repetido esta 

misma Sala. 

 

“En otros términos, el daño es antijurídico, no solo cuando la Administración que lo 

causa actúa irregularmente, sino cuando esa conducta lesiva este ajustada al 

ordenamiento 

 

….. 

 

"En otras palabras, cuando se alega que la conducta irregular de la administración 

produjo el daño (la falla del servicio en el lenguaje corriente) tendrá que probarse 

esa irregularidad, salvedad hecha de los eventos en que esa falla se presume. En 

ambas hipótesis ese primer presupuesto de la responsabilidad deberá gobernarse 

por las reglas de carga probatoria. Y cuando se afirma que ese daño se produjo sin 

falta o falla de la administración pero el que lo sufre no tenía por qué soportado, el 

acreedor, como es apenas lógico, deberá demostrar el daño y el por qué pese a ser 

legal la actuación de la administración, no tenía por qué sufrirlo." (Sentencia del 25 

de febrero de 1993. Ponente. Carlos Betancur Jaramillo. Expediente 7742). 

 

En segundo lugar, estima la Sala que para que, en estos casos pueda afirmarse que 

se presenta la falla del servicio, resulta necesario determinar el alcance de la 

obligación estatal que se denuncia como incumplida o como cumplida 

defectuosamente, debiendo orientarse esta determinación hacia la noción relativa 

de este concepto elaborada por la doctrina y adoptada por la jurisprudencia. 

 

Tal concepto implica, como lo ha dicho repetidamente la Sala, que la responsabilidad 

de la Administración no puede resultar comprometida cada vez que un particular 

resulta lesionado en su "vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 

libertades", para cuya protección están establecidas las autoridades de la República, 

de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2° de la Constitución, pues el examen del 
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cumplimiento adecuado de las obligaciones del Estado no puede hacerse con 

relación a la que se impone tal obligación, teniendo en cuenta sus recursos, sus 

capacidades y sus posibilidades y sin que pueda olvidarse que nadie, tampoco el 

Estado, puede ser obligado a lo imposible (Sentencia del 5 de agosto de 1994, 

proceso No. 8487, C. P. Carlos Betancur Jaramillo) 

 

En el régimen de responsabilidad de la falla de servicio probada la parte demandante 

tiene la carga de la prueba, es decir, le corresponde demostrar la conducta activa u 

omisiva de la Administración que produjo el daño y el nexo de causalidad entre uno 

y otro. En este sentido, el Consejo de Estado, ha sostenido el siguiente criterio: 

 

“…… 

 

"Responsabilidad patrimonial. 

 

El caso se analizará bajo el régimen de falla probada porque a la entidad pública 

demandada se le imputó la ocurrencia de unos daños como consecuencia de su 

conducta culposa proveniente de un agente del Estado, en haber ocasionado en 

forma negligente el accidente donde perdió la vida el señor Restrepo Giraldo. 

 

Sobre tal régimen de responsabilidad, en vigencia de la Constitución de 1991, la 

Sala ha dicho que "La nueva norma constitucional basa la responsabilidad Estatal 

en el daño antijurídico, siendo éste el pilar de la estructura del nuevo régimen, sin 

que por ello, pueda entenderse que desaparece la responsabilidad por falla del 

servicio. En esta disposición se consagró la responsabilidad patrimonial del Estado 

por el daño antijurídico que le sea imputable, causado por las autoridades, tanto por 

su acción u omisión irregular, como por el ejercicio legítimo de sus funciones. En 

principio no juega el problema de la culpa, ya que la norma constitucional desplaza 

el problema de la antijuridicidad de la conducta de la persona administrativa 

(funcionamiento irregular del servicio público) y lo radica en la antijuridicidad del 

daño".  

 

Los elementos con figurativos en dicho régimen de dicha responsabilidad 

extracontractual son la falencia de la Administración por omisión, retardo, 

irregularidad, ineficiencia o ausencia del servicio; el daño o lesión a un bien 

jurídicamente tutelado por el derecho y el nexo de causalidad, adecuado y 

determinante, entre la anomalía administrativa y el daño".  

 

"Lo anterior permite concluir que si bien se probó la falla del servicio también 

se demostró que el daño provino del comportamiento exclusivo de la propia 

víctima directa, la cual rompe el nexo de causalidad; con esta ruptura el daño no 

puede ser imputable al demandado porque aunque la conducta anómala de la 

Administración fue causa material o física del daño sufrido por los demandantes, la 

única causa eficiente del mismo fue el actuar exclusivo y reprochable del señor 

Mauro Restrepo Giraldo, quien con su conducta culposa de desacato a las 

obligaciones a él conferidas, se expuso total e imprudentemente a sufrir el daño". 

(Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera, C.P.: María Elena Giraldo 

Gómez, de 25 de julio de 2002, Radicación No.: 05001 – 23 – 24 – 000 – 1993 – 

3744 – 01 (13744)). 
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De acuerdo con lo expuesto se puede concluir: cuando se alega que la conducta 

irregular de la Administración produjo el daño (falla en el servicio) tendrá que 

probarse esa irregularidad. 

 

 

NEXO CAUSAL 

 

Este elemento resulta de vital importancia para que surja la responsabilidad, el cual 

debe darse en forma manifiesta y precisa entre el hecho y el daño.  

 

En el caso sub-judice, no se observa nexo causal alguno por cuanto si bien puede 

haber un presunto daño, no se ve claramente la falla de la Administración, porque 

afirmar que había un hueco sobre la vía, para endilgar responsabilidad, no le releva 

del deber de probar que efectivamente fue un hueco sobre la vía, el causante del 

daño y que la víctima no participó activamente en el resultado dañoso, situación que 

amerita ser probada por el actor, pues del escrito demandatorio, hay circunstancias 

fácticas que no están comprendidas en el mismo y por lo mismo requieren ser 

probadas por los medios probatorios idóneos. 

 

En este sentido, cabe precisar que no le corresponde al Municipio de Santiago de 

Cali, precisar las circunstancias de tiempo, modo y lugar del accidente, sino a quien 

afirma y realiza tal imputación de responsabilidad. 

 

Tal como se mencionó anteriormente, la duda sobre la falla del servicio y aún más 

la duda sobre si fue esa presunta falla (hueco en la vía) el causante del daño, no 

permite configurar el nexo causal que se exige para predicar responsabilidad de la 

Administración Municipal. 

 
 

EXCEPCIONES 

 

EXCEPCION DE INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD POR CARENCIA DE 

NEXO CAUSAL QUE COMPROMETA AL MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

CON LOS PRESUNTOS PERJUICIOS MATERIALES RECIBIDOS POR LA PARTE 

ACTORA 

 

No basta con afirmar que había una grieta o loza reventada en la vía y que la señora 

CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, se accidentó allí, pues tal afirmación no 

es suficiente para deprecar una responsabilidad en el Municipio, dado que en el 

proceso no se encuentran los elementos suficientes para determinar la ocurrencia 

del hecho en los términos planteados en la demanda. 

 

De lo anterior se concluye que en el presente caso, el Demandante no ha 

demostrado el nexo causal entre la falla en el servicio y el daño causado, en tanto 

considero que, el hecho no ocurrió, o no lo fue en las circunstancias que se indican 

en la demanda, pues la causa del accidente se debió al exceso de velocidad, a no 

transitar con responsabilidad y cuidado, a no tener la suficiente habilidad, pericia, 

destreza, para esquivar el obstáculo que tenía enfrente, ejerciendo una actividad 
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peligrosa, como lo es el de conducir motocicleta. En consecuencia deben denegarse 

la totalidad de las pretensiones de la demanda. 

 

Se sustenta esta excepción en el hecho de que como se dijo antes, la conductora 

de la moto era quien estaba desarrollando una actividad peligrosa, la cual 

demandaba de éste, máximo cuidado y pericia, constituyéndose su imprudencia e 

inobservancia de las normas de tránsito, en la causa del accidente, El presente caso 

debe examinarse bajo el régimen de la falla probada, en la cual al demandante le 

incumbe la demostración de todos los elementos que configuran la responsabilidad 

estatal, y ya que se imputa una omisión administrativa, CORRESPONDE A LA 

PARTE ACTORA PROBAR LA EXISTENCIA DEL PERJUICIO Y SU RELACIÓN DE 

CAUSALIDAD CON LA OMISIÓN DE LA CUAL ÉL SE DERIVA, acreditar la 

existencia de la falla del servicio consistente en el cumplimiento de un deber y 

DEMOSTRAR QUE DICHA FALLA FUE LA ÚNICA CAUSANTE DEL DAÑO. 

 

 

EXCEPCION DE CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA 

 

Con todo respeto, propongo la excepción de fondo "CULPA EXCLUSIVA DE LA 

VÍCTIMA", toda vez que, si la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, 

sufrió un accidente de tránsito, este se ocasionó por no tener la suficiente pericia, 

cuidado, precaución y de mas, y ahora pretende beneficiarse de su actuar 

irresponsable al ejercer una actividad peligrosa como lo es conducir una motocicleta. 

 

Una de las causas ajenas que se acepta como fenómeno liberador de la 

responsabilidad por ruptura del nexo causal, es el hecho de la víctima, cuando este 

es determinante, e influye en el resultado y por ello tiene implicaciones en el campo 

indemnizatorio. Su participación puede influir en el resultado, en proporción a su 

causalidad, para el caso que nos ocupa, causa eficiente para la producción del daño 

reside en el mismo actor, la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, 

quien realiza una maniobra que la coloca en peligro y finalmente le genera un daño, 

cuando se desplaza sobre la Avenida 4 Norte con Calle 23BN, una vía amplia, en un 

solo sentido; lo que le daba margen de maniobrabilidad que pudiera evitar cualquier 

obstáculo sobre la vía, y como se deduce, conducir a alta velocidad en el perímetro 

urbano, es lo que generó que no pudiere maniobrar y por ende colisiono y sufrió las 

lesiones en su humanidad. 

 

La conductora no actuó con la debida pericia y cuidado, el exigido cuando se 

encuentra en ejercicio de una actividad considerada “per se” peligrosa y con ello 

provocó el resultado atribuible a su culpa, pues actuó de manera irresponsable al 

conducir una motocicleta sin acatar las normas de tránsito (Art’s 55, 74, 94, 106 del 

Código de Tránsito y demás normas concordantes), como por ejemplo el exceso de 

velocidad, que en ultimas fue lo que provocó el accidente, que le causó las lesiones 

que ahora pretende fueron causadas por la omisión de la Administración. 

 

Como causal eximente de responsabilidad extracontractual de la administración, 

entendida ésta como la conducta imprudente, negligente o sin cautela y prevención 

de la víctima CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, que por sí sola resulta 

suficiente para causar o dar lugar al hecho dañoso, en cuya ocurrencia, por falta de 
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uno de sus elementos estructurales como es la falla del servicio, no hay lugar a 

declarar la responsabilidad. Sobre la eximente mencionada, considera el Consejo 

de Estado, que su manejo y reconocimiento deben ajustarse a un criterio mesurado 

dentro del cual pueda definirse si la conducta de la víctima permite concluir que fue 

causa exclusiva del daño o si fue parcial esa participación, pues uno y otro caso 

originan distintas consecuencias: en el primero se exime de responsabilidad a la 

administración; en el segundo, ante una ocurrencia de culpas, la responsabilidad 

extracontractual de aquélla resulta atenuada (compensación de "culpas" su 

compensación o reducción de acuerdo con el grado de las culpas). 

 

La culpa de la víctima en el caso concreto se presenta cuando la señora 

CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, no manejó su moto con cautela, 

precaución y un cuidado necesario y también una carencia de pericia frente a las 

situaciones de hecho que se presentaban, como por ejemplo: Cuando se ocasionó 

el hecho dañino, la victima debía transitar por el lado derecho a una distancia no 

mayor a un (1) metro de la acera (Art. 94 C. N. T.); ahora el sitio del accidente es 

una intersección de la ciudad, razón por la cual debía bajar la velocidad a un máximo 

de 30 kilómetros por hora (Art. 74 C. N. T.), es decir, transgrede las normas de 

tránsito, si hubiese acatado la Norma, como lo establece la Ley, reduciendo la 

velocidad a 30 K/H, lo que le hubiese permitido visualizar y evadir cualquier peligro 

que se pudiera presentar en la vía; pero como se dijo anteriormente, la señora 

CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, tiene antecedentes de irrespeto a las 

normas de tránsito, registrado en el comparendo número 76001000000017917413, 

impuesto el día 28 de noviembre de 2017 a las 9:02 de la mañana, cuando transitaba 

por la carrera 47B con Calle 25 de Santiago de Cali. 

 

De lo anterior, se puede colegir, que la señora CONSTANZA AGUIRRE 

MONTEALEGRE, actuaba de manera irresponsable, lo que genera serias dudas si 

efectivamente, quien causo el accidente de tránsito fue el desperfecto sobre la vía; 

en consecuencia no existe claridad sobre los factores que originaron el hecho que 

se pretende endilgar al Municipio; estamos frente a una ausencia de pruebas 

capaces de atribuir una responsabilidad administrativa a la Entidad que represento. 

 

Lo que pone en evidencia que la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, 

no tomó las precauciones necesarias y debidas como quiera que se encontraba 

ejecutando una actividad peligrosa. 

 

Es importante recabar que la señora actuó con impericia, por ello se puede catalogar 

que su actuar fue imprudente, siendo la única responsable del accidente en que se 

lesiona, lo cual se infiere que no hubo por parte de la Administración, retardo, 

ineficacia u omisión en el cumplimiento de las obligaciones a su cargo. 

 

Sobre la conducta y previsión que le cabe asumir a los conductores de vehículos el 

Consejo de Estado se ha pronunciado en los siguientes términos: 

 

"Quien conduzca debe prever aun aquellos eventos derivados de la imprudencia o 

inobservancia de los demás, ello tiene su límite en la razonable probabilidad del 

peligro y por ello no puede pretenderse del conductor la previsión de la remota 

posibilidad; a él se le exige es una actitud síquica en la que prevea aquellos sucesos 
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que se presentan con notorio grado de probabilidad, es decir, en lo que la ocurrencia 

del daño a un interés jurídico puede ser evitada con su contribución activa; más allá 

de este límite su conducta se desplaza a lo fortuito o la fuerza mayor (Expediente N° 

9722, diciembre 9 de 1996, Consejero Ponente, Juan de Dios Montes Hernández.) 

 

En este caso el hecho dañoso se produce como resultado de la culpa exclusiva de 

la víctima, que rompe el nexo causal, con su actuar imprudente o culposo, que 

implico la desatención a obligaciones o reglas a que debía estar sujeto como ya se 

manifestó. 

 

La culpa de la víctima puede ser considerada como causal excluyente de 

responsabilidad, o como factor de reducción del monto de la condena, en desarrollo 

del principio de concurrencia de causas (Articulo 2357 Código Civil). La víctima 

CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, participó en la realización del daño, 

entre su actuación y el daño existe una relación de causalidad adecuada (Consejo 

de Estado, Sección Tercera, sentencia de octubre 3 de 2002, Exp. 14207, C.P. 

Ricardo Hoyos.), esto es, la causa idónea, eficiente y preponderante cuya 

consecuencia directa e inmediata es el daño mismo. 

 

"...el hecho de la víctima, como causal de exoneración de responsabilidad o de 

reducción del monto de la condena respectiva, debe constituir, exclusiva o 

parcialmente, causa eficiente del perjuicio reclamado. (...) la llamada teoría de la 

causalidad adecuada, según la cual no todos los fenómenos que contribuyeron a la 

producción del daño tienen relevancia para determinar la causa jurídica del perjuicio; 

se considera que solamente causó el daño aquel o aquellos fenómenos que 

normalmente debieron haberlo producido; esta teoría permite romper el vínculo de 

causalidad en tal forma, que solo la causa relevante es la que ha podido producir el 

daño (...) la aceptación de la causa extraña como causal liberatoria de la presunción 

de responsabilidad es, en el fondo, la consagración de la teoría de la causalidad 

adecuada.., aplicando la teoría de la causalidad adecuada, el juez considera que la 

causa externa ha sido el hecho que normalmente ha producido el daño, y, en 

consecuencia, el vínculo de causalidad debe romperse de tal modo, que el 

demandado no se considere jurídicamente como causante del daño." (Consejo de 

Estado, Sección Tercera, sent, de octubre 18 de 2000, Exp. 11981, C.P. Alier 

Hernández). 

 

En relación con los daños ocasionados en el ejercicio de una actividad peligrosa, 

cual es la de conducir vehículos automotores y motocicletas, se presumen causados 

por culpa del conductor, quien puede liberarse de ella acreditando que el perjuicio 

provino de fuerza mayor o de la intervención de un elemento extraño.  

 

Es necesario entonces, que se analice en el curso del proceso si existió una causa 

idónea de la entidad pública, o por el contrario hubo concurrencia de causa con un 

tercero o con el actor o fue culpa exclusiva de éste, ya que considero que el 

accidente se presenta por una responsabilidad de la conductora. 

 

Por todo lo anterior se desvirtúa la falla del servicio, ya que el daño se ha producido 

por culpa exclusiva de la señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, como 

consecuencia de una violación (conducta activa u omisiva) del contenido 
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obligacional, determinado en la Constitución Política y en la Ley; con el debido 

respeto su Señoría, solicito exonerar de una declaratoria de responsabilidad por la 

causa de exoneración por culpa de la víctima, ya que entre su actuación y el daño 

existe una relación de causalidad adecuada, esto es, la causa idónea, eficiente y 

preponderante cuya consecuencia directa e inmediata es el daño mismo. 

 

Es necesario entonces, su Señoría, que en este caso se analicen en el curso del 

proceso si existió una causa idónea de la entidad pública o por el contrario fue culpa 

exclusiva de ésta, ya que consideramos que el accidente se presenta por 

responsabilidad de la conductora. 

 

Se concluye de lo expuesto que definitivamente no hay prueba que demuestre 
responsabilidad alguna por parte de la Entidad que represento, entonces en este 
orden de ideas, no es el Municipio de Santiago de Cali, el llamado a responder por 
perjuicio alguno que logren demostrar los actores dentro de este proceso. 

 
 

EN CUATO A LAS PRUEBAS 
 
Solicito se me otorgue la facultad de controvertir en el transcurso del proceso las 
pruebas solicitadas y aportadas por la parte Demandante y las siguientes que 
comedidamente solicitó a la señora Juez Administrativo decretar: 
 
DOCUMENTAL 
 

 Oficio descargado de la página del Sistema Integrado de información sobre 
multas y sanciones por infracciones de tránsito “Simit”, donde se registra el 
Comparendo de Transito No. 76001000000017917413 de fecha 28 de 
noviembre de 2017. Con este oficio, demuestro que la señora CONSTANZA 
AGUIRRE MONTEALEGRE, es irresponsable en el ejercicio de una actividad 
peligrosa como lo es conducir y más aún, una motocicleta. 

 

TESTIMONIAL 

 

 Respetuosamente solicito a su Señoría, en la recepción de testimonios que 
sean decretados por su Despacho, se me autorice interrogar a la víctima, la 
señora CONSTANZA AGUIRRE MONTEALEGRE, el cual formulare el día de 
la audiencia y contrainterrogar a los testigos de la parte demandante en las 
audiencias respectivas. 

 
 

LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

 

En escrito separado me permito formular Llamamiento en Garantía a la Compañía 

de Seguros “MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA”, con el fin de que 

se haga parte en el presente proceso. Igualmente, tener en cuenta a las Compañías 

de seguros  ALLIANZ SEGUROS S.A.; COMPAÑÍA DE SEGUROS COLPATRIA; y 

QBE SEGUROS S.A., quienes aparecen en la póliza de Responsabilidad Civil Nº 

1501216001931 mencionada, con una participación del 23.00%; 21.00% y 22.00% 

respectivamente. 
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ANEXOS 

 

1. Escrito del llamamiento en garantía a la compañía de seguros MAPFRE 

SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA y sus anexos. 

2. Copia de la contestación de la demanda para traslado del llamado en 

garantía. 

3. Copia de la contestación de la demanda para el archivo del despacho. 

4. Oficio descargado de la página del SIMIT, donde aparece registrado el 

comparendo de transito No. 76001000000017917413 de fecha 28 de 

noviembre de 2017. 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

La presente contestación la fundamento en la Ley 769 De 2002, artículos 28, 50, 
55, 60, 68, 74, 94, 106, y SS.  
Código Civil, artículo 2357. 
Ley de Enjuiciamiento Civil, artículo 217. 

 

 
NOTIFICACIONES 

 
Las personales las recibiré en la Secretaría de su Despacho o en mi oficina ubicada 
en el CAM, Torre Alcaldía, Piso 12°, Secretaria de Infraestructura, Avenida 2 Norte 
# 10 – 70. 
 
La del Señor Alcalde, NORMAN MAURICE ARMITAGE CADAVID, en su Despacho 
ubicado en el CAM, Torre Alcaldía Piso 3°, Avenida 2 Norte # 10 - 70. 
 
 
De la señora Juez Administrativo, 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
WILFRAN YAIR RUIZ BENITEZ 
C.C. No. 94’269.045 de Restrepo 
T. P. No. 177.551 del C. S. de la J. 
 

 

 

 



 
 
 

 
DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 

    Dirección Jurídica Alcaldía 
 
SEÑOR  
JUEZ NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
PEDRO ANDRES AVILA TORRES  
Carrera 5 No. 12-42   
of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
adm09cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.                    S.                D. 
 
 

ASUNTO:  SUBSANACION LLAMAMIENTO EN GARANTIA  
REFERENCIA:             ACCION DE REPARCION DIRECTA. 
RADICACION:  76001-33-33-009-2018-00271-00 
ACCIONANTE: CONSTANZA AGUIRRE y Otra. 
ACCIONADO:  MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. 

 
LILIANA VELASCO CAMPOS, mayor de edad, vecina y residente en Santiago de Cali, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 66.952.252 de Cali (V),  portadora de la tarjeta 
profesional No. 281.619 del Concejo Superior de la Judicatura, actuando dentro del asunto 
de la referencia, en mi calidad de apoderada judicial del Distrito Especial de Santiago Cali, 
por medio del presente me permito subsanar el LLAMAMIENTO EN GARANTIA, de 
conformidad con el auto Interlocutorio No. 24 de acuerdo con las formalidades que 
establece el artículo No. 225 de CPACA. 
 
 
DEMANDA DE LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

Solicito se cite a las Compañías de Seguros MAPFRE SEGUROS GENERALES DE 
COLOMBIA; ALLIANZ SEGUROS S.A., COMPAÑÍA DE SEGUROS COLPATRIA y QBE 
representradas cada una por sus Gerentes de Sucursal o por quien haga sus veces, de 
conformidad con los certificados de existencia y representación adjuntos, expedidos por 
Cámara y Comercio, para que se hagan parte en éste proceso, a fin de que concurran al 
pago total o parcial de los perjuicios que se declaren como probados y por los cuales se 
condene al Municipio de Santiago de Cali, de acuerdo a la poliza de Responsabilidad Civil 
vigente a la fecha en que sucedieron los hechos narrados en la demanda. 

 

HECHOS EN QUE SE FUNDAMENTA EL LLAMAMIENTO 

1. En su Despacho se adelanta proceso de reparación directa contra del Distrito 

Especial de Santiago de Cali, según radicado bajo el No. 76001-33-33-009-2018-

00271-00, adelantado por la señora CONSTANZA AGUIRRE y Otra. 
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2. En el proceso referido, busca la parte actora, conforme a su demanda, radicar en 
cabeza del Distrito Especial de Santiago de Cali, el acaecimiento de los perjuicios 
que indica se ocasionaron en un accidente de tránsito, el día 13 de septiembre de 
2016, cuando se desplazaba en su motocicleta de placas GVQ89B por la Avenida 4 
Norte con Calle 23B Norte del barrio Versalles de Santiago de Cali. 

3. Como quiera que el Distrito Especial de Santiago de Cali, ampara por alguna 
circunstancia esta clase de riesgos mediante la Póliza de Responsabilidad Civil No. 
1501216001931, expedida por la Compañía de Seguros MAPFRE SEGUROS 
GENERALES DE COLOMBIA, póliza en la que se encuentran además las 
compañías ALLIANZ SEGUROS S.A., COMPAÑÍA DE SEGUROS COLPATRIA y 
QBE, con vigencia desde el 16 de marzo de 2016 hasta el 01 de diciembre de 2016, 
es por lo anterior que se llama en garantía a las citadas compañías para que, en el 
evento de que el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, llegue a ser condenado, 
pueda repetir contra las mencionadas compañías de Seguros, en lo que tiene que 
ver sobre esta clase de riesgos; cada una de ellas conforme a los porcentajes 
señalados en la referenciada póliza.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Al presente asunto son aplicables las siguientes normas, artículo 64 del Código General del 
Proceso, en concordancia con los artículos 55,56,57 del Código de Procedimiento Civil y 
artículos 224 y 225 del Código Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011. 
 
ANEXOS 
 

1. Copia autentica Póliza No. 1501216001931 expedida por la Compañía de Seguros 
MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA, con vigencia desde el 16 de 
marzo de 2016 hasta el 01 de diciembre de 2016. (Formato PDF) 

2. Certificado de Existencia y Representación de Cámara de comercio Compañía de 
Seguros MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA, ALLIANZ SEGUROS 
S.A., COMPAÑÍA DE SEGUROS COLPATRIA Y QBE. (Formato PDF) 

3. Copia de la demanda y sus anexos, las cuales fueron objeto de traslado al Municipio 
de Santiago de Cali. (Formato PDF) 

4. Copia de la contestación de la demanda. (Formato PDF) 
 
 

 
NOTIFICACIONES 

 
El suscrito las oirá en la Secretaría de su Despacho, en la Secretaría de Infraestructura y 
de la Alcaldía, localizada en el piso doce (12) del Centro Administrativo CAM, o a través de 
mi correo lilianavelascoabogada@gmail.com celular 3162200199. 

 
Las llamadas en garantía, Compañía de Seguros MAPFRE SEGUROS GENERALES DE 
COLOMBIA, ALLIANZ SEGUROS S.A., COMPAÑÍA DE SEGUROS COLPATRIA Y QBE a 
sus representantes legales, de conformidad con las direcciones registradas en los 
certificados de existencia y representación allegados, es decir, 



 
 
 

 
ALLIANZA SEGUROS DE VIDA S.A. 
Dirección Notificación: Sucursal Cali AV 6 A NRO 23-13  
Dirección electrónica: notificaciones judiciales@allianz.co 
Representante Legal: José Pablo Navas Prieto C.C. 2.877.617 o por quien haga sus veces. 
 
MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A. 
Dirección: Cra 80 No. 6-71 Cali- Valle del Cauca. 
Dirección electrónica: njudiciales@mapfre.com.co 
Representante Legal: Jorge Enrique Riascos Varela C.C. 94.426.721 o por quien haga sus 
veces. 
 
AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A. 
Dirección Notificación: CLL 11 No. 1-16 PISO 4 y 7. 
Dirección Electrónica: notificacionesjudiciales@axacolpatria.co 
Representante Legal: Fernando Quintero Arturo C.C. 19.386.354 de Bogotá. 
 
ZURICH COLOMBIA SEGUROS SA 
Dirección Notificación: CALLE 36N # 6A - 65 OFIC 1710 – 1711- Cali- Valle 
Dirección Electrónica: jorge.riascos@zurich.com 
Representante Legal: Jorge Enrique Riascos Varela C.C.94426721 
 
 
 
Del Honorable Juez Administrativo 
 
 
Atentamente, 
 

 
LILIANA VELASCO CAMPOS  
CC. 66.952.252 de Cali (V)  
TP 281619 del Concejo Superior de la Judicatura 

 
 
 
 
 
 
 
 

DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 
    Dirección Jurídica Alcaldía 
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DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 
    Dirección Jurídica Alcaldía 
 
HENRY BRYON IBAÑEZ 
Apoderado Judicial   
Calle 11 No. 6-40 Edificio Banco Tequendama Of. 503-504 
Teléfono: 8882767   
feyego@yahoo.com  
of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
adm09cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.                    S.                D. 
 

ASUNTO:  SUBSANACION LLAMAMIENTO EN GARANTIA  
REFERENCIA:             ACCION DE REPARCION DIRECTA. 
RADICACION:  76001-33-33-009-2018-00271-00 
ACCIONANTE: CONSTANZA AGUIRRE y Otra. 
ACCIONADO:  MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. 

 
LILIANA VELASCO CAMPOS, mayor de edad, vecina y residente en Santiago de Cali, identificada 
con cédula de ciudadanía No. 66.952.252 de Cali (V), portadora de la tarjeta profesional No. 281.619 
del Concejo Superior de la Judicatura, actuando dentro del asunto de la referencia, en mi calidad de 
apoderada judicial del Distrito Especial de Santiago Calii,por medio del presente me permito trasladar 
copia de la contestación de la demanda  y copia de la subsanación del llamamiento en garantía, en 
atención al memorial presentado por el apoderado de la parte demandante donde solicita copia de 
los documentos antes enunciado.  
 
De acuerdo con lo anterior en archivo PDF se anexan los siguientes documentos digitales:  
 

1. Contestación de la demanda. 

2. Subsanación del llamamiento en garantía. 
 

 
No siendo mas el objeto de la presente. 
 
Atentamente, 

 
LILIANA VELASCO CAMPOS  
CC. 66.952.252 de Cali (V)  
TP 281619 del Concejo Superior de la Judicatura 
 
CON COPIA JUZGADO NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL  
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i Ley 1933de agosto 1 de 2018, “POR MEDIO DEL CUAL SE CATEGORIZA AL MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

COMO DISTRITO ESPECIAL, DEPORTIVO, CULTURAL, TURISTICO, EMPRESARIAL Y DE SERVICIOS” 
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https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGU5MmNkYTk5LWM1NTYtNDQ0Ni1iZDM2LWE2Y2Q2MGE4NWUyNAAQAEorYN%2BR0FBPs4kEFP… 1/3

RV: C10807 RV: Contestación demanda JORGE CERON RADICADO: 76001-33-33-009-
2019-00171-00

Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Vie 16/10/2020 4:03 PM
Para:  Juzgado 09 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali <adm09cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Tecnico Sistemas Oficina Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <tecofadmcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
jcvalencia2456@hotmail.com <jcvalencia2456@hotmail.com>

4 archivos adjuntos (1 MB)
contestacion demanda johana.pdf; PODER JUZGADO NOVENO CALI..pdf; cedula johana.pdf; DOCUMENTOS JCV.pdf;

Cordial saludo,
Anexo constancia de radicación de documento allegado de manera digital.
Por favor no responda a este correo, este email solamente es para dar respuesta a radicación
de correspondencia. Comuníquese con nosotros al email of02admcali@cendoj.
ramajudicial.gov.co 
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José David Colmenares Rodríguez
Asistente Administra�vo
Oficina de Apoyo para los Juzgados Administra�vos de Cali

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: viernes, 16 de octubre de 2020 4:00 p. m. 
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Para: Jose David Colmenares Rodriguez <jcolmenaresr@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: C10807 RV: Contestación demanda JORGE CERON RADICADO: 76001-33-33-009-2019-00171-00
 

DHORA STELLA RAMÍREZ
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca 
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De: JUAN CARLOS VALENCIA POSADA <jcvalencia2456@hotmail.com> 
Enviado: viernes, 16 de octubre de 2020 15:58 
Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Juzgado 09 Administra�vo - Valle Del Cauca - Cali <adm09cali@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Contestación demanda JORGE CERON RADICADO: 76001-33-33-009-2019-00171-00
 

JUAN CARLOS VALENCIA POSADA
ASESOR JUR??DICO
UNIVERSIDAD LIBRE DE PEREIRA
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Señor(a) 
JUEZ NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI  
E.S.D. 
 

RADICADO:                      76001-33-33-009-2019-00171-00 
MEDIO DE CONTROL:     NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 
DEMANDANTE:               ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –  
.                                         COLPENSIONES. 
DEMANDADO:          JORGE HERNANDO CERON GUEVARA. Y DINKY JOHANA. 
 .                               BOLAÑO RUA como sucesora procesal. 
 
 

ASUNTO:      CONTESTACIÓN DEMANDA  

 

JUAN CARLOS VALENCIA POSADA, abogado en ejercicio, identificado con 

cedula de ciudadanía Nro. 15.909.874 expedida en Chinchiná (Caldas) portador de 

la tarjeta profesional Nro. 263947, del consejo superior de la judicatura, actuando 

como apoderado de la señora DINKY JOHANA BOLAÑO RUA, identificada con la 

C.C Nro. 31.488.585 de Yumbo (Valle del Cauca), por medio del presente escrito y 

encontrándome en termino de ley respetuosamente me permito contestar demanda 

del radicado en referencia interpuesta por  la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES – COLPENSIONES. Inicialmente contra el señor JORGE 

HERNANDO CERON GUEVARA, identificado con C.C Nro.16.752.324 de Cali y 

luego en contra de mi poderdante señora DINKY JOHANA BOLAÑO RUA como 

sucesora procesal del señor CERON GUEVARA. Me permito dar contestación a la 

demanda de la referencia, en los siguientes términos, empezando por las 

pretensiones, en el orden que lleva la demanda: 

 

 

EN CUANTO A LAS PRETENCIONES. 

Primera pretensión: Me opongo teniendo en cuenta que como la misma 

demandante (Colpensiones) lo expresa, dicha pensión se reconoció con base en 

los parámetros de la ley 860 de 2003. Además, el causante señor JORGE 

HERNANDO CERON GUEVARA y luego la sucesora, señora DINKY JOHANA 

BOLAÑO RUA siempre han actuado de buena fe y cumpliendo con los parámetros 

establecidos en la ley. 

De probarse que no es Colpensiones la llamada a reconocer la pensión en 

mención, es debido y con el propósito de proteger derechos fundamentales de mi 

poderdante y su menor hijo, que quede plenamente establecido a que fondo de 

pensiones le corresponde asumir dicho pago.   

 

Segunda pretensión: Me atengo a lo que se pruebe en el proceso, teniendo en 

cuenta la protección de los derechos fundamentales al mínimo vital la seguridad 

social y la vida digna de mi prohijada y su menor hijo 

Tercera pretensión: Me opongo, teniendo en cuenta en  primer lugar, que de llegar 

a prosperar la pretensión de revocación de la resolución de pensión que concedió 

pensión de invalidez al señor JORGE HERNANDO y luego al fallecimiento del 

causante, pensión de sobrevivencia a la señora DINKY JOHANA BOLAÑO RUA y 

su menor hijo, se verían seriamente afectados los derechos fundamentales a la 
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seguridad social y el mínimo vital, por ser mis prohijados personas carentes de 

recursos económicos; pues  devenga su sustento de la pensión de sobrevivientes 

que a  la fecha reciben de Colpensiones, razón por la cual resultaría imposible e 

inconstitucional pretender que se devuelvan dichos dineros, los cuales fueron 

destinados al sustentó diario de sus alimentos y necesidades básicas. 

Es equivoca y temeraria la afirmación de la demandante Colpensiones al aseverar 

que el señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA, asume una posición 

caprichosa infundada y de mala fe, ya que el causante, no tenía conocimientos 

jurídicos, no conocía la ley de pensiones y siempre actuó de buena fe cumplimiento 

los requisitos necesarios para dicha pensión. 

Cuarta pretensión: Reitero que de no ser Colpensiones la llamada a 

reconocer dicha pensión, mi poderdante no estaría en capacidad de realizar la 

devolución de lo pagado y mucho menos de indexar dichas sumas, o reconocer 

interés por carecer de recursos económicos. 

La demandante Colpensiones incumplió el deber que tenía al presentar la 

demanda de integrar el litisconsorcio necesario, ya que en la demanda se debió 

incluir a la AFP PROCTECCION como litisconsorcio necesario, teniendo en cuenta 

que de resultar probado que no corresponde a Colpensiones el pago de la pensión, 

la AFP PROCTECCION se vería directamente afectado al ocupar el lugar de la 

demandante y le correspondería asumir el pago de la pensión de sobrevivencia, por 

haber sido esta obtenida en forma legal y con el lleno de todos los requisitos 

establecidos en la ley. 

 Así mismo seria a PROCTECCION, a quien la demandante tendría que cobrar los 

dineros pagados inicialmente al señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA y 

luego a la señora   DINKY JOHANA BOLAÑO RUA 

Además, deacuerdo a El numeral 2º del artículo 136 del Código Contencioso 
Administrativo dispone: “Los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán 
demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero 
no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena 
fe”. (Negrillas del texto).  
 
Todas las actuaciones realizadas por el señor JORGE HERNANDO CERON 
GUEVARA se encuentran revistadas de buena fe y de probarse en juicio que no 
corresponde a Colpensiones el reconocimiento de la pensión objeto de debate, 
deberá demostrar y aportar las pruebas correspondientes que indiquen que mi 
poderdante y su cónyuge actuaron de mala fe. 
 
 
  
A LOS HECHOS. 
 
 
UNO: Es cierto deacuerdo al registro civil de nacimiento del señor JORGE 
HERNANDO CERON GUEVARA. 
 
DOS: Es cierto deacuerdo a concepto emitido por la demandante. 
 
TRES: Es parcialmente cierto y explico: el señor JORGE HERNANDO CERON 
GUEVARA solicito el traslado de la  AFP PROCTECCION a Colpensiones en el 
mes de marzo   de 2018, cuando  aún no se había dictaminado pérdida de capacidad 
laboral, ya que dicho dictamen fue solicitado el día 21 del mes de junio de dos mil 
dieciocho, y el  resultado se conoció el día 31 de julio de 2018, motivo por el cual no 
le era posible al señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA conocer su pérdida 
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de capacidad laboral, y mucho menos la fecha de estructuración, ya que en la 
mayoría de los casos, esta se estructura en la fecha de realización de la valoración. 
 

CUATRO: Es parcialmente cierto: como ya se explicó en el hecho anterior, cuando 

el señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA solicitó el traslado a 

Colpensiones, no     se había realizado valoración de pérdida de capacidad laboral, 

por lo tanto, no se   conocía la fecha de estructuración de la misma. 

 

CINCO: Es cierto. 

 

SEIS: Es cierto deacuerdo a resolución expedida por la entidad demandante 

(Colpensiones). 

 

SIETE: Es cierto deacuerdo a la resolución aportada. 

 

OCHO: Es cierto: El señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA consideraba 

que el monto de su pensión era muy bajo, teniendo en cuenta el índice base de 

cotización. 

NUEVE: Este hecho no le costa a mi representada, además el señor JORGE 

HERNANDO CERON GUEVARA, no era conocedor del tema , además de 

depender el su sustento económico y de su familia de la pensión devengada, la cual 

le fue reconocida con el lleno de los requisitos exigidos, al actuar con total 

convicción de estar actuado en derecho, no le era posible autorizar la revocación de 

la Resolución SUB No. 309893 del 28 de noviembre de 2018, Afectando                    

directamente el minino vital de su familia y el derecho a la seguridad social. 

DIEZ: Este hecho no le costa a mi representada, ya que en ese momento el titular 

del derecho era el señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA, y mi poderdante 

no tenía un conocimiento directo de los hechos. 

ONCE: Es cierto, según se desprende de los documentos aportados por la 

demandante COLPENSIONES. 

 

DOCE: Es cierto, deacuerdo a la resolución mencionada 

 

 

EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

FALTA DE JURISDICCIÓN O DE COMPETENCIA. 

El artículo 2° del código procesal del trabajo en su numeral 1° señala que la 

jurisdicción ordinaria es la competente de resolver los conflictos jurídicos que se 

originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo, así mismo será la 

encargada de resolver las demandadas relacionadas con la seguridad social de los 

empleados públicos cuando el régimen al que pertenezcan este administrado por 

una entidad de derecho público. 
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Deacuerdo a un reciente pronunciamiento del Consejo De Estado, en los conflictos 

originados de las relaciones laborales y con la seguridad social, la competencia se 

define por la combinación de materia objeto del conflicto y el vinculo laboral, sin que 

sea determinante la forma de reconocimiento negativa del derecho así: 

 

Jurisdicción 
Competente 

Clase de  
conflicto 

 
Condición del trabajador- vínculo laboral 

 
 
Ordinaria 
especialidad 
laboral y seguridad 
social 

Laboral Trabajador privado o trabajador oficial 

 
 
Seguridad 
social 

Trabajador privado o trabajador oficial sin 
importar la naturaleza de la entidad 
administradora 

Empleado público cuya administradora sea 
persona de derecho privado. 

 
Contencioso 
administrativo 

Laboral Empleado público. 

Seguridad 
social 

Empleado público, solo si la administradora es 
persona de derecho publico 

 

 

Deacuerdo con el aparte transcrito, en lo relativo a la seguridad social, la jurisdicción 

de lo contencioso administrativa conocerá de los conflictos derivados de la relación 

laboral entre los empleados públicos y las administradoras de igual naturaleza, de 

lo contrario le corresponderá su resolución a la jurisdicción ordinaria en su 

especialidad laboral, independientemente de que la decisión cuestionada haya sido 

proferida a través de un acto administrativo. 

En el caso concreto, se pretende la nulidad de acto administrativo (lesividad) de la 

resolución Resolución SUB No. 309893 del 28 de noviembre de 2018, por medio 

de la cual Colpensiones reconoció pensión de invalidez al señor JORGE 

HERNANDO CERON GUEVARA, teniendo en cuenta las cotizaciones realizadas 

como trabajador privado, tal como se relaciona en la historia laboral y resolución de 

pensión aportada por la demandante (Colpensiones). Es evidente que la pensión 

que pretende la demándate se revoque mediante la declaratoria de nulidad de la 

resolución SUB No. 309893 se obtuvo producto de una relación de carácter laboral, 

lo que indispensablemente otorgaría la competencia para conocer a la jurisdicción 

ordinaria laboral y no a la contenciosa administrativa 

Estas precisiones fueron reafirmadas por el legislador en la Parte Segunda, 

específicamente en los artículos 152 y 155 del CPACA, al regular que los tribunales 

y juzgados de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa conocen de los procesos 

de carácter laboral que no provengan de un contrato de trabajo, Es decir, que toda 

aquella discusión originada directa o indirectamente en un contrato de trabajo (del 

sector público o privado) está excluida del objeto de esta jurisdicción 

El artículo 2.º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado 

por el artículo 2.º de la Ley 712 y artículo 622 de la Ley 1564 , precisa que las 

controversias que se susciten entre los afiliados y beneficiarios con las entidades 

administradoras y prestadoras de los servicios de seguridad social, serán de 

competencia de la justicia ordinaria, salvo cuando la discusión surja entre servidores 
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públicos regidos por una relación legal y reglamentaria y una administradora de 

derecho público, artículo 104.4 Ley 1437. 

Así las cosas y con base en los argumentos jurisprudenciales y legales, 

respetuosamente considero que la jurisdicción contenciosa administrativa, no es la 

competente para conocer del caso en comentó. 

 

NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES 

NECESARIOS. 

Deacuerdo a lo preceptuado en el artículo 61 del código general del proceso que 

establece: 

“Artículo 61. Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio 

Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, 

por su naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y 

no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean 

sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá 

formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto 

que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten 

para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado.”. 

En el presente caso la entidad demandante (Colpensiones), no integro a los otros 

dos hijos del causante señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA, el joven 

BRIAN CERÓN MENESES Y JUAN DAVID CERÓN MENESES, situación que fue 

oportunamente corregida por el despacho mediante auto interlocutorio del 23 de 

julio de 2020. Sin embargo, se debe analizar, que de darse una sentencia favorable 

a la entidad demandante. (Colpensiones), obligatoriamente se verían perjudicados 

directamente terceros, por lo que se hace necesario el llamamiento de la AFP 

PROTECCION, entidad esta llamada a responder por el pago de la prestación, 

inicialmente pensión de sobreviviente y luego del fallecimiento del señor JORGE 

HERNANDO CERON GUEVARA, pensión de sobreviviente a favor de la señora 

DINKY JOHANA BOLAÑO RUA. 

De acuerdo a las leyes establecidas para el tema, en el momento que se dio el 

traslado del señor JORGE HERNANDO de la AFP PROTECCION a la 

administradora colombiana de pensiones COLPENSIONES, también se 

transfirieron los aportes a pensión que el afiliado había realizado en dicho fondo, 

siendo otra razón más para que la AFP PROTECCION, deba integrarse al proceso 

como litisconsorcio necesario.  

 

EXCEPCIÓN GENÉRICA. 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 

excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez en necesario afirmar que lo 

fundamental no es la relación de los hechos que configuran una determinada 

excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados 

los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 

Por lo anterior, solicito al señor juez declarar oficiosamente, las excepciones que 

aparezcan probadas de conformidad con el ordenamiento procesal. 
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FUNDAMENTO FÁCTICOS JURÍDICOS 

El artículo 48 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental a la 

seguridad social especialmente en lo relacionado a pensiones. la seguridad social 

tiene doble connotación: 1 se trata de un servicio público de carácter obligatorio, 

cuya cobertura se debe ampliar progresivamente y se encuentra bajo la dirección, 

coordinación y control del Estado, a quien corresponde desarrollarlo a través de 

leyes, y 2 es un derecho fundamental que se garantiza a todos los habitantes, cuyo 

contenido está íntimamente ligado a la dignidad humana. 

Con relación a la pensión de invalidez La normativa está contenida en la Ley 100 

de 1993, la cual establece la noción jurídica de invalidez, define los requisitos y el 

monto de la pensión de invalidez y señala las reglas aplicables a esta pensión en 

cada uno de los regímenes del sistema. 

El señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA le fue reconocida pensión de 

invalidez mediante Resolución SUB No. 309893 del 28 de noviembre de 2018 por 

cumplir todos los requisitos establecidos en la ley, si bien como se expresa en 

la demanda, se realizo traslado de la AFP PROTECCION  a COLPENSIONES, 

dicho traslado cumplido con todos los requisitos y tiempos establecidos en la ley, 

tales como la doble asesoría, donde se explicó al señor CERON GUEVARA, las 

ventajas y desventajas de pertenecer a uno  otro fondo de pensiones. Aunado a lo 

anterior la legislación colombiana establece que la entidad encargada de reconocer 

las pensiones es aquella ultima a la cual el afiliado o trabajador realizo las 

cotizaciones, que en el presente caso no es otra que COLPENSIONES. 

Con respecto a la fecha de estructuración de la perdida de capacidad laboral del 

señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA como ya se anoto en apartes 

anteriores, al momento de realizarse la valoración por el fondo de pensiones, ya 

hacia parte de los afiliados a COLPENSIONES, y es precisamente por eso que la 

administradora colombiana de pensiones COLPENSIONES, fue quien realizo dicha 

valoración, razón por la cual tenia todo el conocimiento tanto de la historia clínica 

como del expediente laboral del señor CERON GUEVARA, lo  que demuestra que 

todos los tramites se realizaron de forma transparente, con el lleno de los requisitos 

de ley, por el contrario, es COLPENSIONES, quien a la fecha se niega a reconocer 

el pago de los últimos seis meses de incapacidad que aun se adeudan al causante, 

a pesar de haberse radicado la solicitud con las incapacidades en debida 

oportunidad.  

 

 

 DERECHO 

Preámbulo, Artículo 1, 13, 42, 53, de la Constitución Nacional, que regulan 

derechos fundamentales, la igualdad, la familia la seguridad social, el principio de 

favorabilidad, primacía de la realidad sobre las formas. 

Artículo 48 de la Carta Política que determina los Derechos a la Seguridad Social, 
en su apéndice a la pensión. 

Artículo 83 constitucional que establece que las actuaciones tanto de 
entidades como de particulares deben basarse en la buena fe. 

 

Artículos 12 y 13 de la Ley 797 de 2003 que regulan la pensión de 

sobrevivientes para cónyuge y compañera permanente. 

 

Articulo 38 y 39 de la Ley 100 de 1993 define el estado de invalidez 
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Ley 860 de 2003 que regula la pensión de invalidez. 

Ley 1437 de 2011. 

Artículos 152 y 155, 104.4 del    CPACA que regula lo referente a competencia de 

los juzgados administrativos 

Artículo 2.º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

Radicación:11001-03-25-000-2017-00910-00 (4857) del consejo de estado donde 

se determina la competencia de la jurisdicción contenciosa y la ordinaria. 

 

 

PETICIONES 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a 

Usted., que previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes 

declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO: Declarar probadas las excepciones propuestas. 

SEGUNDO: En consecuencia, dar por terminado el proceso o redireccionar la 

competencia  

TERCERO: Condenar en costas judiciales y en perjuicios a la parte demandante. 

 

PRUEBAS 

Solicitamos se tengan como pruebas lo siguiente las documentales aportadas en la 

demanda por la parte demandante, por ser pruebas comunes a ambas partes. 

así mismo como la buena fe se presume, y la mala fe debe ser probada, 

respetuosamente solicito a la parte demandante aportar las pruebas donde conste 

que el demandado señor JORGE HERNANDO CERON GUEVARA y luego la 

señora DINKY JOHANA BOLAÑO RUA como sucesora procesal, han actuado de 

mala fe y de manera caprichosa, como en la pretensión numero tres se asevera. 

 

ANEXOS 

Poder conferido a mi favor. 

Documentos de identidad  

 

NOTIFICACIONES 

LA DEMANDADA. 
Señora DINKY JOHANA BOLAÑO RUA Calle 2 oeste Nro.26-49 apartamento 401 
edificio Carmencita barrio san Fernando Cali (Valle del cauca) 
Teléfono 3147904749 
Correo electrónico dinky0603@hotmail.com 
 
La demandante 
  

mailto:jcvalencia2456@hotmail.com
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JUAN CARLOS VALENCIA POSADA 
ABOGADO  

 

 
 

 
Calle 16 Nro. 5-47 C.C SANTA CATALINA OFICINA 7C Pereira Rda. 

Teléfono: 3216425798- 3428643 -3176806747 jcvalencia2456@hotmail.com 

La entidad demandada COLPENSIONES las recibirá por intermedio de su 
representante legal o por quien como tal haga sus veces en la carrera 42 Nro. 7-10 
barrio los cámbulos piso  
Correo electrónico; contacto @colpensiones.gov.co 
 
LA AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO: En Calle 70 
Nro. 4-60 Bogotá D.C.  
Buzón judicial@defensajuridica.gov.co 
  

Apoderado.  

JUAN CARLOS VALENCIA POSADA. 
Calle 16 Nro. 5-47 Oficina 7c Centro Comercial Santa Catalina de Pereira Risaralda. 
Teléfonos: 3216425798-3176806747 
Correo electrónico jcvalencia2456@hotmail.com 

 

Del Señor Juez, 

 
 
 
  

 
 
JUAN CARLOS VALENCIA POSADA 
C.C.  Nro. 15.909.874 de Chinchiná Caldas. 
T.P.  Nro. 263947 Expedida por el C.S.J 
Correo electrónico jcvalencia2456@hotmail.com 
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DINKY JOHANA BOLAÑO RUA  
 

Calle 2 oeste Nro.26-49 apartamento 401 edificio Carmencita barrió san Fernando Cali 

TELEFONO: 3147904749 dinky_0603@hotmail.com 

 
 

Señor(a) 

JUEZ NOVENO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI  

E.S.D. 

 

 

REFERENCIA: PODER ESPECIAL 

 

RADICADO 76001-33-33-009-2019-00171-00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. 
DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES 
DEMANDADO: JORGE HERNANDO CERON GUEVARA. Y DINKY JOHANA 
BOLAÑO RUA como sucesora procesal. 
 
 

 

DINKY JOHANA BOLAÑO RUA,  identificada con la C.C Nro. 31.488.585 de Yumbo 

(Valle del Cauca), domiciliada en la ciudad de Cali actuando en nombre propio y 

representación de mi menor hijo SERGIO CERÓN BOLAÑO identificado con registro 

civil Nro. 1105384337, confiero poder especial, amplio y suficiente al señor JUAN 

CARLOS VALENCIA POSADA, abogado en ejercicio, identificado con cedula de 

ciudadanía Nro. 15.909.874 de Chinchiná (Caldas) portador de la Tarjeta Profesional 

Nro. 263947 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para que en mi 

nombre y representación, inicie y lleve hasta su terminación mi defensa técnica en la 

demanda   medio de control nulidad y restablecimiento del derecho (lesividad), 

promovida por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PESNIONES – 

COLPENSIONES. Quien pretende la nulidad de la Resolución SUB No. 309893 del 

28 de noviembre de 2018, que reconoció pensión de invalidez a mi compañero 

permanente y padre de mi menor hijo, señor JORGE HERNANDO CERON 

GUEVARA, fallecido el día 28 de agosto de 2019. En la ciudad de Cali, quien en vida se 

identificó con la cedula de ciudadanía número 16.752.324. 

 

Mi apoderado queda revestido de las facultades de que trata el artículo 77 del código 

general de proceso, en especial las de notificarse de la demanda, conciliar, recibir, 

solicitar copias, interponer recursos, transigir, desistir, recibir, dineros, sustituir y 

reasumir, tachar documentos, presentar excepciones de fondo y el mérito, solicitar 

reconocimiento de documentos, solicitar el levantamiento y medidas cautelares, 

renunciar a términos, y en general las que sean necesarias dentro del ámbito 

administrativo y  demás facultades inherentes al mandato judicial,  en defensa de mis 

intereses. 
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DINKY JOHANA BOLAÑO RUA  
 

Calle 2 oeste Nro.26-49 apartamento 401 edificio Carmencita barrió san Fernando Cali 

TELEFONO: 3147904749 dinky_0603@hotmail.com 

 
 

Sírvase señor juez, reconocer personería jurídica en los términos y para fines del 

presente mandato. 

 

Del señor juez con todo respeto, 

 

 

DINKY JOHANA BOLAÑO RUA  

CC. Nro. 31.488.585 de Yumbo (Valle del Cauca). 

Correo electrónico dinky_0603@hotmail.com 

TELEFONO: 3147904749 

 

 

Acepto 

 

 

JUAN CARLOS VALENCIA POSADA. 

C.C. Nro. 15.909.874 de Chinchiná (Cds). 

T.P. Nro. 263947 del C. S.J. 

Correo electrónico jcvalencia2456@hotmail.com 

Teléfono: 3216425798- 3428643  
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